
HUIR PARA VIVIR
TEJIENDO ALIANZAS QUE PROTEGEN FRENTE AL CRIMEN ORGANIZADO



Ana María Palacios Briceño e Itziar Caballero González

HUIR PARA VIVIR
TEJIENDO ALIANZAS QUE PROTEGEN FRENTE AL CRIMEN ORGANIZADO



Esta publicación se encuentra bajo una licencia 
Creative Commons

Reconocimiento - No comercial - Compartir 
bajo la misma licencia 2.5 España
Esta publicación puede ser distribuida, copia-
da y exhibida por terceros si se muestran en 
los créditos su autoría y origen. No se puede 
obtener ningún beneficio comercial y las obras 
derivadas tienen que estar bajo los mismos 
términos de licencia que el trabajo original. 
Diciembre, 2020. 

Año y lugar de edición: 2020, Bilbao 
Traducción a euskera  
y a inglés: Aiaraldea Ekintzen Faktoria 
Diseño, maquetación  
e ilustraciones: Señora Milton
Impresión: Erreka Multimedia S. Coop
Depósito legal: LG BI 02049-2020

Financiado por: 

Publicación de la Comisión de Ayuda al Refugiado en Euskadi (CEAR-Euskadi)  
en el marco del proyecto “Huir para vivir. Tejiendo alianzas que protegen frente 
al crimen organizado”. 

Este informe es autoría de CEAR-Euskadi. Ha sido elaborado por Ana María Palacios Briceño e Itziar Ca-
ballero González, en colaboración con Ane Garay Zarraga y con la revisión de textos de Ana Ferri Yáñez.

El documento no refleja necesariamente la opinión de CEAR-Euskadi ni de cada  
organización participante. 

Cristo 9B – 5º/ 48007 Bilbao 
Tel: 944248844
info@cear-euskadi.org
www.cear-euskadi.org

Síguenos en

mailto:info@cear-euskadi.org
http://www.cear-euskadi.org


A aquellas personas que se resisten al exilio.  
A quienes no tienen otra opción y caminan la tierra y sus fronteras.  

A quienes defienden sus derechos a pesar de los pesares.  
A quienes lloran los dolores y sonríen a la vida.  
A quienes construyen y protegen la dignidad.

Queremos agradecer a las personas y organizaciones que han  
participado en esta investigación por compartir con nosotras sus saberes  

y experiencias, sus análisis e inquietudes.

Especialmente queremos agradecer a la Colectiva XXK su acompañamiento 
durante todo el proceso.

Esperamos que este informe contribuya a ampliar la protección  
de los espacios de vida y de trabajo de las personas y de los colectivos  
que viven y desarrollan su labor enfrentando las violencias del crimen  

organizado y sus consecuencias.



LISTADO DE SIGLAS Y ACRÓNIMOS 	  08 
1  // UBICÁNDONOS 	  10 

1.1.¿PARA QUÉ ESTA INVESTIGACIÓN Y ESTE DOCUMENTO?	  11 
1.2.¿QUIÉNES Y ENTRE QUIÉNES SE HA ELABORADO?	  11 
1.3.¿CÓMO SE HA HECHO?	  12 

2 // ¿DESDE DÓNDE SE HA MIRADO ESTA REALIDAD?	  14 

2.1.DESDE UNA MIRADA FEMINISTA INTERSECCIONAL	  14 
2.2.DESDE EL ENFOQUE PSICOSOCIAL	  16 
2.3.¿QUÉ SE HA ENTENDIDO POR CRIMEN ORGANIZADO?	  17 
2.4.¿QUÉ SE HA ENTENDIDO POR PROTECCIÓN?	  23 

3 // ¿QUÉ REALIDAD SE HA MIRADO?	  30 

3.1.DINÁMICAS DE VIOLENCIA DEL CRIMEN ORGANIZADO 
QUE GENERAN DESPLAZAMIENTO FORZADO EN EL SALVADOR Y HONDURAS	  31 
3.2.CÓMO PERSIGUE EL CRIMEN ORGANIZADO	  32 
3.3.A QUIÉN PERSIGUE	  35 
3.4.DESPROTECCIÓN POR PARTE DE LOS PAÍSES FRENTE A ESTAS VIOLENCIAS	  41 
3.5.EL DESPLAZAMIENTO FORZADO COMO ESTRATEGIA 
PARA SOBREVIVIR AL CRIMEN ORGANIZADO	  43 

ÍNDICE



4 // DEMANDAS	  48 

4.1. DEMANDAS RELATIVAS AL RECONOCIMIENTO	  49 
4.1.1.RECONOCIMIENTO DEL DESPLAZAMIENTO FORZADO 
GENERADO POR LAS DISTINTAS MANIFESTACIONES DE VIOLENCIA 
 DEL CRIMEN ORGANIZADO	  49 
4.1.2.RECONOCIMIENTO DE LOS VÍNCULOS DEL CRIMEN ORGANIZADO 
CON EL SISTEMA CAPITALISTA	  52 
4.1.3.RECONOCIMIENTO DE LOS VÍNCULOS DEL CRIMEN ORGANIZADO 
CON LOS ESTADOS Y SUS INSTITUCIONES	  54 
4.1.4.RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS DE LAS MUJERES 
Y LAS PERSONAS LGBTI	  54 

4.2. DEMANDAS RELATIVAS A LA PROTECCIÓN	  58 
4.2.1.PROTECCIÓN NACIONAL FRENTE AL CRIMEN ORGANIZADO	  58 
4.2.2.PROTECCIÓN FRENTE AL CRIMEN ORGANIZADO 
EN EL TRÁNSITO POR MÉXICO	  59 
4.2.3.PROTECCIÓN FRENTE AL CRIMEN ORGANIZADO 
EN EL ESTADO ESPAÑOL Y EN LA CAV	  61 

5 // CONCLUSIONES	  66 

6 // BIBLIOGRAFÍA	  68 



08    HUIR PARA VIVIR

• ACNUR: Alto Comisionado de las Nacio-
nes Unidas para los Refugiados. 

• ACNUDH: Alto Comisionado de Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos. 

• BOE: Boletín Oficial del Estado (Estado 
español). 

• CAV: Comunidad Autónoma Vasca. 

• CEAR: Comisión Española de Ayuda al 
Refugiado. 

• CEAR-Euskadi: Comisión de Ayuda al 
Refugiado en Euskadi. 

• CIDH: Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos. 

• CoIDH: Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos.

• CMDPDH: Comisión Mexicana de Defen-
sa y Promoción de Derechos Humanos.  

• COMAR: Comisión Mexicana de Ayuda a 
Refugiados. 

• DD. HH.: Derechos Humanos. 

• DESCA: Derechos Económicos, Socia-
les, Culturales y Ambientales. 

LISTADO DE SIGLAS Y ACRÓNIMOS

• DIDH: Derecho Internacional de los De-
rechos Humanos. 

• EE. UU.: Estados Unidos de América. 

•LGTBI: Lesbianas, Gais, Trans, Bisexua-
les, Intersexuales y otras preferencias 
sexuales e identidades de género no 
normativas. 

• MACCIH: Misión de Apoyo contra la Co-
rrupción y la Impunidad en Honduras.

• MCDF: Mesa de Sociedad Civil Contra 
el Desplazamiento Forzado Ocasionado 
por la Violencia en El Salvador. 

• MIRPS: Marco Integral Regional para la 
Protección y Soluciones.

• MPP: Protocolo de Protección de los 
Migrantes.

• OEA:  Organización de Estados Ameri-
canos.

• OIT: Organización Internacional del Tra-
bajo. 

• ONG: Organización no gubernamental. 

• UE: Unión Europea. 

NOTA SOBRE LAS CITAS:

En gris con corchetes, se indican 
las citas bibliográficas. El primer 
número indica el documento 
según la numeración de la 
bibliografía (al final del informe) 
y el segundo, el número de 
página . Ej. [114:25-29] significa 
documento 114, páginas 25 a 29.

En rojo, se referencian notas 
informativas de las autoras, 
incluidas en el margen de la 
página correspondiente.
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1.1 // PARA QUÉ ESTA INVESTIGACIÓN Y 
ESTE DOCUMENTO

El objetivo principal de esta investigación 
es servir de herramienta para promover 
el acceso al derecho de asilo de quienes 
llegan a la Comunidad Autónoma Vasca 
(CAV) y al Estado español huyendo de las 
violencias del crimen organizado, entre 
ellas personas defensoras de derechos 
humanos. Se espera que sirva también 
a otros objetivos y necesidades de orga-
nizaciones y colectivos en El Salvador, 
Honduras, México y en el Estado español. 

También es objetivo de la investigación 
generar conocimiento sobre el fenóme-
no del desplazamiento forzado causado 
por el crimen organizado en El Salvador 
y Honduras; en los tránsitos por México 
y sobre el acceso a la protección interna-
cional. Para ello, se ha focalizado en co-
nocer y poner en diálogo los conocimien-
tos y demandas de colectivos feministas, 
de diversidades sexuales, de migracio-
nes y de derechos humanos sobre esta 
realidad, con especial atención a la situa-
ción de mujeres y personas LGTBI. Se ha 
indagado en cómo los sistemas capitalis-
ta, heteropatriarcal y heteronormativo, y 
el colonialismo y el imperialismo, actúan 
en esta realidad concreta y permean tan-
to las estructuras que violentan como 
aquellas que tienen la responsabilidad de 
proteger. 

1.2// ¿QUIÉNES Y ENTRE QUIÉNES SE 
HA ELABORADO?

La investigación ha sido liderada por la 
Comisión de Ayuda al Refugiado en Eus-
kadi (CEAR-Euskadi), cuya misión como 
organización es defender y promover los 
derechos humanos y el desarrollo integral 
de las personas refugiadas, desplazadas, 
apátridas y migrantes con necesidad de 
protección internacional y/o en riesgo de 
exclusión. 

En este proceso de investigación ha sido 
fundamental el camino conjunto construi-
do entre las personas y las organizaciones 
participantes. 

El equipo de investigación ha estado for-
mado por Ana María Palacios Briceño 
—investigadora y abogada defensora de 
derechos humanos—, Ane Garay Zarra-
ga e Itziar Caballero González —ambas 
integrantes de CEAR-Euskadi—, y se ha 
contado con el acompañamiento de Silvia 
Piris Lekuona y Amaia Pérez Orozco —inte-
grantes de Colectiva XXK. Se ha contado 
también con la colaboración de un comité 
asesor formado por Ana Gómez Rey —Mu-
garik Gabe—, Clara Murguialday Martínez 
—consultora—, Marusia López Cruz y María 
Martín Quintana —Iniciativa Mesoameri-
cana de Mujeres Defensoras—, Mariana 
Guadalupe Zaragoza González —consul-
tora y defensora de DD. HH.—, Nuria Díaz 

La mirada se centró en esos dos países 
de Centroamérica, teniendo en cuenta 
que las personas en tránsito por Méxi-
co son mayoritariamente de Honduras 
y El Salvador. Estos dos países son 
también las principales procedencias 
de quienes solicitan asilo en el Estado 
español (el tercero y el quinto, respec-
tivamente, durante 2019 y 2020). 

Además de la inquietud por conocer 
las causas de este aumento de las so-
licitudes y de su falta de protección, el 
proceso surge asimismo al constatar 
cómo se ven afectados los espacios de 
vida y de trabajo de organizaciones y 
colectivos de derechos humanos debi-
do a la presencia violenta de diferentes 
expresiones del crimen organizado en 
los territorios donde viven y actúan. 

La investigación se enmarca en una 
iniciativa más amplia que tiene como 
objetivo promover que los agentes de 
derechos humanos de la CAV identifi-
quen el crimen organizado como agen-
te de persecución en el contexto del 
capitalismo heteropatriarcal global y 
se impliquen en la defensa de la pro-
tección internacional de las personas 
refugiadas por este motivo. Por tanto, 
esta investigación servirá de base para 
elaborar estrategias de incidencia po-
lítica, de formación y de sensibiliza-
ción social. 



Sacristán -CEAR-, Patricia Bárcena García 
y Raquel Celis Sánchez —CEAR-Euskadi.

Puesto que el foco de la investigación ha 
sido conocer las demandas de los colec-
tivos y ponerlas en diálogo, se priorizó la 
participación de colectivos, organizacio-
nes, movimientos sociales y redes de tra-
bajo de El Salvador, Honduras, México, la 
CAV y el Estado español. 

En concreto, en el proceso han partici-
pado: 

• Alberto Xicotencatl, director de Casa del 
Migrante de Saltillo; 

• Ana Gricelides Enamorado, madre de 
Óscar Antonio López Enamorado (desapa-
recido en México) y activista en la defensa 
de los derechos humanos de las personas 
migrantes e integrante del Movimiento Mi-
grante Mesoamericano; 

• Bertha Oliva, Comité de Familiares Dete-
nidos Desaparecidos en Honduras (COFA-
DEH);  

• Bianka Gabriela Rodríguez, Asociación 
Comunicando y Capacitando a Mujeres 
Trans en El Salvador (COMCAVIS TRANS); 

• Claudia Vanessa Siliezar Turcios, Unidad 
de Desarrollo Integral de la Mujer y la Fami-
lia (UDIMUF); 
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• Gabriela Soraya Vázquez Pesqueira, 
Al Otro Lado Tijuana; 

• Idyli Mérida, Lumaltik Herriak; 

• Indyra Mendoza, Red Lésbica Cattra-
chas; 

• Inmaculada Mújica, Aldarte; 

• Joanna Williams, Iniciativa Kino para 
la Frontera;

• Johanna Ramírez, Servicio Social 
Pasionista (SSPAS); 

• Leire Lasa Fernández, CEAR-Euska-
di;

• Lydia Alpizar, Iniciativa Mesoameri-
cana de Mujeres Defensoras; 

• Margarita Morales, Calala Fondo de 
Mujeres; 

• Margarita Núñez Chaim, acompañan-
te de la Caravana Migrante; 

• Mariana Guadalupe Zaragoza Gonzá-
lez, consultora y defensora de dere-
chos humanos;   

• Mavi Cruz Reyes y Yuriria Salvador, 
Centro de Derechos Humanos Fray 
Matías de Córdova; 

• Melany Barrera, Claudia Pinto, Abi-
gail Molina y Rina Rosa, del Foro de 
Mujeres por la Vida y la Red de Mujeres 
Jóvenes Feministas; 

• Paty Ortiz de Zárate Otaduy, Mugen 
Gainetik; 

• Regina Fonseca Discua, Centro de 
Derechos de Mujeres (CDM); 

• Ricardo Fernández, Medicus Mundi 
Bizkaia; 

• Rina Montti, Cristosal;  

• Rosember López Samayoa, Una Mano 
Amiga en la Lucha contra el SIDA 
(UMA); 

• Víctor Pozas, Ongi Etorri Errefuxia-
tuak Bizkaia. 

1.3// ¿CÓMO SE HA HECHO?

La metodología y todo el proceso de 
trabajo de la investigación ha procura-
do generar conocimiento desde un po-
sicionamiento feminista interseccio-
nal y de derechos humanos y, con ello, 
impulsar un debate social y político 
que lleve al reconocimiento de las cau-
sas y de los impactos de la violencia 
del crimen organizado como motivo de 
persecución y del derecho a la protec-



Revisión
documental

Diseño del marco  
teórico inicial  

y breve análisis  
de contexto

01

02

03
04

05 06

08

Formación sobre 
 claves feministas  

para la investigación  
(impartida por la  
Colectiva XXK)

Definición  
del foco de la  
investigación  

(demandas  
colectivas)

Ajuste de las  
dimensiones y  

de los elementos 
de análisis

07
Diseño de las  
herramientas 
del trabajo de 

campo

Realización  
del trabajo de campo  

(18 entrevistas en  
profundidad, un grupo  

focal con nueve  
colectivos en la CAV  

y una reunión  
temática sobre  

protección)

Identificación  
de colectivos 

(mapeo)

09
Volcado  

y análisis de la 
información

10
Elaboración  

del primer  
borrador del 

informe

11
Contraste  

con el comité  
asesor y con las  

participantes  
en el trabajo  

de campo12
Redacción final 

del informe 

HUIR PARA VIVIR    013    

ción internacional frente a esta. Se ha 
buscado visibilizar las experiencias di-
ferenciales de las mujeres y personas 
LGTBI desplazadas y las violencias ma-
chistas y heteronormativas que sufren 
en el tránsito. El análisis de la realidad 
se ha hecho desde una mirada integral 
y colocando en el centro del mismo el 

modelo capitalista heteropatriarcal 
que opera en interrelación con las di-
námicas de violencia generadas por el 
crimen organizado en la región. Dado 
que la incorporación de la perspecti-
va feminista e interseccional reviste 
complejidad, se contó con el acompa-
ñamiento metodológico de la Colectiva 

XXK durante todo el proceso de inves-
tigación.

La investigación se ha desarrollado a 
partir de un itinerario inicial que se ha 
adaptado durante el proceso a las cir-
cunstancias del contexto y a los apor-
tes de las participantes: 



Este apartado contiene los enfoques y di-
mensiones de análisis, así como el marco 
teórico creado para esta investigación. 
Para intentar abordar la compleja expe-
riencia de las mujeres y personas LGBTI 
frente a las violencias causadas por el 
crimen organizado, se hizo uso de dos 
enfoques complementarios: i) feminista e 
interseccional, y ii) psicosocial. Respecto 
al marco teórico, se partió de definiciones 
amplias que permitieran identificar las si-
tuaciones de violencia y desplazamiento 
forzado ocurridas en El Salvador y Hondu-
ras, su relación con el contexto de movili-
dad humana en México y el estado actual 
del derecho de asilo en el Estado español. 

Así, se construyó una definición amplia de 
crimen organizado, con elementos que 
proporcionan información para identifi-
car sus diferentes manifestaciones en El 
Salvador y Honduras, indistintamente de 
la nomenclatura que adquiera a nivel local. 
Por otra parte, se entiende la protección 
desde una triple mirada: integral, feminis-
ta y de derechos humanos. 

2.1 // DESDE UNA MIRADA FEMINISTA 
INTERSECCIONAL

Para esta iniciativa ha sido fundamental, 
ya desde sus primeros pasos, integrar la 
perspectiva feminista interseccional en 
los objetivos, en el diseño metodológico 
y de las herramientas para el trabajo de 

campo, en la relación entre las participan-
tes, en los análisis y en la elaboración de 
este informe en general y de las demandas 
en concreto. Algunas de las claves que han 
guiado el proceso, y que han servido de 
referentes, señalan que una investigación 
feminista e interseccional: 

1. No busca una verdad objetiva y universal, 
sino verdades parciales que, puestas en 
diálogo, permitan construir mapas y acer-
carse a «qué ocurre» y «por qué ocurre», 
abiertas a lo inesperado y a abrir procesos 
de reflexión a través de nuevas preguntas. 

2. Reconoce la localización de la mi-
rada, los sesgos y las limitaciones, y 
cuestiona las categorías de partida a 
través de la identificación de sus privi-
legios y de las desigualdades, así como 
de la priorización de los puntos de vista 
invisibilizados y oprimidos. 

3. Aspira a generar conocimientos útiles 
para la transformación social, construidos 
a través del diálogo y de las solidaridades. 
Así, no busca solo la generación de cono-
cimiento, sino que atiende también a los 
impactos, a las acciones, a las transfor-
maciones que se generan. 

4. Para ello, reconoce las genealogías 
feministas (de dónde venimos, todo lo 
que ya sabemos gracias a otras) y legi-
tima diversas formas de conocimiento.
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5. Trata de abordar los procesos con 
responsabilidad, tanto lo que se va cons-
truyendo durante el proceso como los 
resultados finales, y huye de las inves-
tigaciones extractivistas; para ello da 
espacio durante el proceso de investiga-
ción, y antes de cerrar el resultado final, 
a las devoluciones de los productos que 
se van construyendo. 

6. Reconoce que el género importa, que 
es uno de los ejes vertebradores del 
mundo, pero no necesariamente centra 
la mirada en las mujeres como categoría 
cerrada; se centra más bien en lo invisi-
bilizado para desplazar las miradas privi-
legiadas que ocultan las opresiones, las 
cuales han sido consideradas lo normal, 
la referencia y la medida de la realidad. 

7. A través de una mirada interseccional 
de la realidad, aborda las formas en que 
el racismo, el heteropatriarcado, la he-
teronormatividad, la opresión de clase y 
otros sistemas de discriminación gene-
ran desigualdades, tomando también en 
consideración los contextos históricos, 
políticos y sociales. 

8. Atiende a cómo estos diferentes ejes 
de opresión interactúan y devienen en 
experiencias de discriminación y des-
igualdad, no como un sumatorio sino 
como generadores de situaciones y po-
siciones específicas. 

9. Utiliza metodologías que priorizan la 
investigación sobre lo colectivo y que re-
conocen los saberes y las agencias de los 
sujetos; hace uso de métodos plurales y 
flexibles, abiertos a cambios durante el 
proceso dialéctico; atiende a lo cuantita-
tivo en su justa medida y rescata lo cuali-
tativo, consciente de la mayor dificultad 
que supone. 

10. Atiende al cuidado de las personas, de 
los grupos involucrados y del proceso. 

Desde estas claves, esta investigación se 
intuía desde el inicio como un proceso en 
el que:

1. El hecho de que el «para qué» de la 
investigación estuviese centrado en la 
transformación social y en la incidencia 
política y social iba a guiar las decisiones 
respecto al «qué», al «cómo» y al «con 
quiénes». 

2. Era necesaria la formación de un equi-
po de investigación diverso en cuanto a 
experiencias y saberes feministas, pro-
cedencias y vinculaciones organizativas 
de cara a nutrir y fortalecer el proceso, 
que aportase perspectivas y miradas que 
poner en común. 

3. La forma de trabajo tenía que estar ca-
racterizada por la flexibilidad, la escucha 
y el diálogo. 
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4. El acercamiento a las violencias del 
crimen organizado, al desplazamiento 
forzado que genera y a las posibilidades 
de protección frente a ellas, general-
mente se ha hecho desde una mirada 
androcéntrica y colonial, lo que ha invi-
sibilizado las experiencias de personas 
cuyas experiencias no se suelen colocar 
en el centro. 

5. Las experiencias de lesbianas, de 
gais y de personas trans respecto a las 
violencias del crimen organizado y las 
estrategias de afrontamiento podían ser 
muy diferentes y requerían una mirada 
específica, en lugar de abordarlo como 
un grupo social homogéneo. 

6. También se intuyó que las experien-
cias podían ser diferentes según el lugar 
geográfico en el que se encuentran las 
personas y los colectivos (p. ej. urbano/
rural), los recursos económicos y el tipo 
de actividad económica ejercida (p. ej. 
propietarias de un negocio, vendedoras 
en calle), la edad (p. ej. jóvenes) y el gru-
po étnico (p. ej. afrodescendientes, pue-
blos originarios). 

7. En El Salvador y Honduras, los colec-
tivos feministas, de diversidades y de 
derechos humanos están resistiendo y 
haciendo grandes esfuerzos para man-
tener sus espacios de vida y sus espa-
cios de trabajo en contextos con fuerte 



presencia de diferentes expresiones del 
crimen organizado. 

8. El crimen organizado se apoya en el 
orden heteropatriarcal y el capitalista 
y los refuerza llevando al extremo y con 
violencia la explotación de los cuerpos y 

de los territorios, con el objeto de bene-
ficiar sus intereses y establecer un or-
den social dictado por estos sistemas de 
opresión en los territorios donde actúa. 

2.2//DESDE EL ENFOQUE PSICOSOCIAL

Este proceso se ha realizado desde la 

perspectiva psicosocial. Así, se entien-
de a las personas y a los grupos en su 
contexto y en interrelación, y centra la 
mirada tanto en los factores de vulne-
rabilidad como en los de protección. Se 
rescatan las capacidades para resistir, 
sobrevivir y reconstruirse a pesar de lo 
vivido (afrontamiento). Este enfoque, al 
poner la mirada en la interrelación entre 
lo personal y lo colectivo, busca la re-
construcción del tejido social afectado 
por las violencias y la represión; esto es, 
el fortalecimiento comunitario y organi-
zativo.

En Europa y en el Estado español se 
afronta una grave situación de crisis del 
derecho de asilo, debido a la puesta en 
marcha de medidas que impiden a las 
personas el acceso al mismo y que niega, 
en la mayoría de los casos, su reconoci-
miento[32:142]. Denegar asilo a las per-
sonas que lo solicitan no tiene solo im-
pactos en el ejercicio de sus derechos, 
supone también negar su experiencia y 
su reconocimiento como «víctimas-so-
brevivientes» y, en consecuencia, ex-
cluirlas de la posibilidad de participar en 
procesos de verdad, justicia, reparación 
y no repetición; a la par que se oculta la 
presencia de las personas solicitantes 
de asilo y refugiadas.  

En el caso de esta investigación, este 
enfoque se ha concretado en atender y 
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1 Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, Derecho Internacional Humanitario, 
Derecho Internacional de las Personas 
Refugiadas, Derecho Penal Internacional y 
Derecho Comunitario. 

2 Entrada en vigor en 2003. Ratificada por: 
España en 2002, Honduras en 2003 y El 
Salvador en 2004. Definición: Artículo 2: «[...] 
se entenderá un grupo estructurado de tres o 
más personas que exista durante cierto tiempo 
y que actúe concertadamente con el propósito 
de cometer uno o más delitos graves o delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención 
con miras a obtener, directa o indirectamente, 
un beneficio económico u otro beneficio de 
orden materia». 

3 Entrada en vigor en 2008. Definición, Artículo 
1: «Organización delictiva: una asociación 
estructurada de más de dos personas, 
establecida durante un cierto período de tiempo 
y que actúa de manera concertada con el fin 
de cometer delitos sancionables con una pena 
privativa de libertad o una medida de seguridad 
privativa de libertad de un máximo de al menos 
cuatro años o con una pena aún más severa, con 
el objetivo de obtener, directa o indirectamente, 
un beneficio económico u otro beneficio de 
orden material».

dialogar sobre cuatro dimensiones inte-
rrelacionadas:

1. Los hechos. ¿A quién persigue y cómo 
persigue el crimen organizado en Hon-
duras, en El Salvador y en su tránsito 
por México?, ¿qué vínculos tiene con los 
Estados, con las instituciones, con el 
sistema capitalista y con el sistema he-
teropatriarcal?

2. Los impactos. ¿Cómo están afectando 
estas violencias a los colectivos y orga-
nizaciones?, ¿a su labor?, ¿a las integran-
tes en lo personal y en sus relaciones?

3. El afrontamiento. ¿Qué está ayudando 
a resistir y continuar con su labor a pesar 
de estas violencias?, ¿cómo se protegen 
ante ellas?

4. Las demandas. ¿Qué se demanda para 
que haya un reconocimiento de estas rea-
lidades y se proteja frente a ellas?, ¿cómo 
garantizar que no siga sucediendo?

2.3//¿QUÉ SE HA ENTENDIDO POR 
CRIMEN ORGANIZADO?

APROXIMACIÓN CONCEPTUAL

No existe un consenso sobre el signifi-
cado del término «crimen organizado» y 
en varios estudios se hace uso de dife-
rentes acepciones como: crimen orga-
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nizado, organización criminal o grupos 
de crimen organizado. Desde la acade-
mia se da preferencia al término crimen 
organizado por la amplitud y multidimen-
sionalidad del concepto[116: 4]. Parte de 
la dificultad conceptual se basa en que 
es una construcción social compleja 
que responde a contextos históricos y 
geográficos concretos. Es por ello que, 
en el marco de esta investigación, ha 
sido necesario construir una definición 
propia de crimen organizado que tuvie-
ra en cuenta: i) la realidad en Honduras 
y El Salvador; ii) la perspectiva de varias 
ramas del derecho internacional1, en 
la medida en que permite valorar la ac-
tuación u omisión del poder público en 
todos los niveles; iii) su rol en el despla-
zamiento forzado de las personas, y iv) la 
influencia de la globalización neoliberal y 
el impacto del sistema heteropatriarcal 
en la vida de las personas. 

Se revisaron instrumentos internacio-
nales, como la Convención de las Na-
ciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional2 y la Decisión 
Marco 2008/841/JAI del Consejo, de 24 
de octubre de 2008, relativa a la lucha 
contra la delincuencia organizada3. Pos-
teriormente, se seleccionaron ciertos 
textos de legislación interna. Por ejem-
plo, se resaltan los siguientes: 

• Honduras. Artículo 136 del Código 



Penal: «Se considera grupo delictivo 
organizado a cualquier grupo estruc-
turado de tres (3) o más personas, que 
exista durante cierto tiempo y que ac-
túe concertadamente con el propósito 
de cometer uno o más delitos graves ti-
pificados conforme a lo dispuesto en el 
presente Código»4 [Congreso Nacional, 
Código Penal. Publicado en el Diario Ofi-
cial de la República de Honduras N.º 34-
940, 2019, fecha de consulta 1 noviembre 
2020, en https://sites.google.com/view/nue-

vocodigopenaldehondurascong/p%C3%A1gi-

na-principal]. 

• El Salvador. Artículo 1, Ley Contra el 
Crimen Organizado5[13]: «Se conside-
ra crimen organizado aquella forma de 
delincuencia que se caracteriza por pro-
venir de un grupo estructurado de tres o 
más personas que exista durante cierto 
tiempo y que actúe concertadamente 
con el propósito de cometer uno o más 
delitos graves, con miras a obtener, di-
recta o indirectamente, un beneficio 
económico u otro beneficio»6. 

•México. Artículo 2, Ley Federal Contra la 
Delincuencia Organizada: «Cuando tres o 
más personas se organicen de hecho para 
realizar, en forma permanente o reiterada, 
conductas que por sí o unidas a otras, tie-
nen como fin o resultado cometer alguno 
o algunos de los delitos siguientes, serán 
sancionadas por ese solo hecho, como 

4 Los delitos graves se detallan en el artículo 
36 de dicho Código Penal e incluyen la prisión a 
perpetuidad, la prisión superior a cinco años, 
entre otros.  

5   Los delitos graves son aquellos «sancionados 
con pena de prisión cuyo límite exceda de 
tres años y multa cuyo límite máximo exceda 
doscientos días de multa». Artículo 18 del Código 
Penal.  

6 Los delitos graves son aquellos «sancionados 
con pena de prisión cuyo límite exceda de 
tres años y multa cuyo límite máximo exceda 
doscientos días de multa». Artículo 18 del Código 
Penal. Asamblea Legislativa de la República de 
El Salvador, Código Penal, Reformado mediante 
Decreto N.º 1030, 2018, fecha de consulta 31 
octubre 2020, en https://www.asamblea.gob.
sv/sites/default/files/documents/decretos/
C0AB56F8-AF37-4F25-AD90-08AE401C0BA7.
pdf.
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miembros de la delincuencia organiza-
da». Algunos de estos delitos son: terro-
rismo, acopio y tráfico de armas, tráfico 
de indocumentados, tráfico de órganos, 
corrupción de menores de dieciocho años 
o de personas que no tienen capacidad 
para comprender el significado del hecho 
o personas que no pueden resistirlo, tu-
rismo sexual, tráfico de menores, delitos 
en materia de trata de personas, entre 
otros[27]. 

• Estado español. Artículo 570 bis del Có-
digo Penal: «Se entiende por organización 
criminal la agrupación formada por más 
de dos personas con carácter estable o 
por tiempo indefinido, que de manera con-
certada y coordinada se repartan diversas 
tareas o funciones con el fin de cometer 
delitos». 

Existen al menos tres elementos nuclea-
res respecto a la definición de crimen or-
ganizado: i) el desarrollo de una actividad 
delictiva continuada; ii) la existencia de una 
estructura jerárquica, y iii) la actuación 
gracias a la concentración ilegal de poder, 
la cual regula la vida de las personas y las 
dinámicas sociales en los territorios[76]. 

Es por ello que, cuando se habla de crimen 
organizado en esta investigación, no se 
hace referencia a una lista cerrada de de-
litos o a un perfil de delincuente, sino a una 
forma de operar. A continuación, se mues-
tra un listado de conductas generales que 

https://sites.google.com/view/nuevocodigopenaldehondurascong/p%C3%A1gina-principal
https://sites.google.com/view/nuevocodigopenaldehondurascong/p%C3%A1gina-principal
https://sites.google.com/view/nuevocodigopenaldehondurascong/p%C3%A1gina-principal
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/decretos/C0AB56F8-AF37-4F25-AD90-08AE401C0BA7.pdf
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/decretos/C0AB56F8-AF37-4F25-AD90-08AE401C0BA7.pdf
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/decretos/C0AB56F8-AF37-4F25-AD90-08AE401C0BA7.pdf
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/decretos/C0AB56F8-AF37-4F25-AD90-08AE401C0BA7.pdf


7 lo indicado en la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, Artículo 2b: «La conducta que 
constituya un delito punible con una privación de 
libertad máxima de al menos cuatro años o con 
una pena más grave». 

8  Al respecto, ver: ACNUR, Directrices 
de elegibilidad para la evaluación de las 
necesidades de protección internacional de los 
solicitantes de asilo procedentes de Honduras 
y Directrices de elegibilidad para la evaluación 
de las necesidades de protección internacional 
de los solicitantes de asilo procedentes de El 
Salvador. 

9 Se utiliza el término pandilla para incluir 
a todas: MS-13, Barrio 18 Sureños, Barrio 18 
Revolucionarios, etc. 

10 «Si bien la referencia al “beneficio económico 
u otro beneficio de orden material” tenía 
por objeto excluir a los grupos con motivos 
exclusivamente políticos o sociales, el término 
‘beneficio de orden material’ no se limita a 
los beneficios económicos, monetarios o 
equivalentes. En los travaux préparatoires 
se establece que dicha expresión debería 
interpretarse de forma amplia a fin de 
incluir beneficios personales tales como la 
gratificación sexual. Con ello se pretende 
asegurar que los grupos que intervienen, por 
ejemplo, en la pornografía infantil por razones 
sexuales y no monetarias no queden excluidos». 
(UNODC, Guía legislativa para la aplicación de 
la Convención de las Naciones Unidas Contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, 2017, 
p. 34)

HUIR PARA VIVIR    019    

indican cuándo se está ante actuaciones 
propias del crimen organizado:

1. Que exista una asociación de al menos 
tres personas y se organicen conforme a 
una estructura jerárquica.

2. Que se lleven a cabo tareas y/o funcio-
nes con finalidad delictiva, generalmente 
en cumplimiento de reglas y códigos inter-
nos de comportamiento. 

3. Que el grupo se constituya con vistas a 
mantenerse durante un periodo de tiem-
po—sea determinado o no—, de modo que 
quede definido por la continuidad y la sos-
tenibilidad y no por acciones concretas.

4. Que se haga uso de métodos específi-
cos de control y disciplina sobre las per-
sonas y el territorio, incluida la corrupción 
para neutralizar a autoridades estatales, 
la violencia y cualquier método coercitivo. 

5. Que exista la sospecha de que hayan 
cometido delitos graves con impacto lo-
cal, nacional y/o internacional con fines de 
lucro7.

6. Que obtengan un beneficio y/o ventaja 
económica o material. 

Dado que esta investigación busca ir más 
allá de las pandillas como generadoras 
del desplazamiento forzado, fenómeno 

reconocido por el Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para los Refugiados (AC-
NUR)8, es necesario incluir a otros agentes 
que también pueden ser considerados 
como crimen organizado y que actúan 
tanto en origen como durante el tránsito 
hacia México. Por tanto, se considera que 
la definición amplia que se ha diseñado 
previamente permite englobar a diversos 
grupos que, en numerosas ocasiones y te-
rritorios, tienen diferentes configuracio-
nes (nombres, estructuras, nivel de par-
ticipación de los diferentes agentes en el 
esquema criminal internacional). Además, 
pueden actuar en alianza entre ellos y, en 
otras ocasiones, son parte de la misma 
agrupación: pandillas9, narcotraficantes, 
sicarios, entre otros. 

De la revisión documental y de algunas en-
trevistas, se evidencia que algunas pandi-
llas, en particular aquellas con actuación 
más descentralizada y local, no suelen 
clasificarse como grupos de delincuen-
cia organizada porque —en principio— su 
actividad no está centrada en el beneficio 
económico o de orden material10, o debi-
do a que solamente ejercen un control en 
un espacio geográfico local muy reduci-
do, o porque su actividad gira en torno a 
una cultura identitaria [114: 25-29] . 

Generalmente, se identifica el crimen 
organizado como un actor que intervie-
ne de forma más estructural, y se alude 



así a organizaciones criminales transna-
cionales vinculadas a mercados ilícitos 
como el narcotráfico, el tráfico de armas 
y el de personas, la explotación sexual, 
entre otros, que son algunos de los de-
litos que figuran en los protocolos com-
plementarios a la Convención contra la 
Delincuencia Organizada. En determi-
nados territorios su infiltración en las 
autoridades estatales es estructural. 
En países como Honduras se identifica 
a las pandillas con una actuación más 
barrial, y no necesariamente están vin-
culadas a otro tipo de mercados ilícitos, 
aunque es habitual que lo estén.

Sin embargo, hay que tener en cuenta 
que el fenómeno de la globalización, 
así como la creciente expansión eco-
nómica, junto a la consolidación políti-
ca y social de grupos como la MS-13 en 
Honduras y El Salvador, develan que la 
tipología de crimen organizado debe 
enfocarse en la actividad criminal[66: 

párr.35], el control territorial y en los 
fenómenos sociales que componen 
esta categoría y que —como se deta-
llará más adelante— son factores de 
expulsión de los territorios. Además en 
ambos países, diversas expresiones y 
grupos del crimen organizado actúan 
en alianza con estructuras estatales, 
bajo su tolerancia o formando parte de 
un mismo grupo, lo cual se traduce en la 
incapacidad estatal para proteger a las 

personas frente a la violencia cometida 
por estos grupos armados no estatales 
de crimen organizado. 

Es importante resaltar que la violencia 
de las pandillas es funcional a los esta-
dos, aunque no sea en sí misma estatal. 
Las pandillas son reconocidas por deter-
minados estados como agentes sociales 
con gran influencia sobre la población, 
y dicho reconocimiento es utilizado con 
fines partidistas. A modo ilustrativo, en 
septiembre de 2020 fueron desveladas 
las negociaciones entre el actual presi-
dente de El Salvador —Nayib Bukele— con 
la mara MS-13 que incluyen beneficios 
carcelarios, el reblandecimiento del régi-
men de máxima seguridad y la derogación 
de leyes que beneficien a esta mara en el 
caso de que el partido de Bukele —Gran 
Alianza por la Unidad Nacional (GANA)— 
logre el poder legislativo en las eleccio-
nes programadas para 2021. Por su parte, 
la mara MS-13 habría ofrecido a cambio la 
reducción de los homicidios y favorecer 
el apoyo electoral a este partido en los 
citados comicios[80].

De acuerdo con el Relator Especial de 
Naciones Unidas sobre la independencia 
de los magistrados y abogados, «la co-
rrupción política se ha convertido en una 
importante herramienta utilizada por los 
grupos criminales debido a que su am-
plio rango de acción les permite influir 

en prácticamente todos los estamentos 
de la administración del Estado, incluido 
el poder judicial» [66: párr.48]. En algunos 
territorios, estos grupos criminales tie-
nen vínculos con autoridades estatales11, 
pero el mayor interés del Estado es su 
funcionalidad para lograr el control de 
la población a través de su violencia. De 
esta manera, las pandillas favorecen la 
implantación y desarrollo de mercados 
(legales e ilegales) de autoridades esta-
tales que tienen vínculos con el crimen 
organizado transnacional y con intereses 
económicos y geoestratégicos en los te-
rritorios. 

Una de las expresiones del crimen or-
ganizado con mayor presencia y poder 
en Mesoamérica es el narcotráfico. Ac-
tualmente en México se encuentran las 
organizaciones criminales más grandes, 
sofisticadas y violentas del hemisferio, 
como son el cártel de Sinaloa y el cártel 
de Jalisco-Nueva Generación. Además 
de otros factores como la lucha entre 
cárteles y sus fracturas internas, las 
organizaciones criminales se han adap-
tado a la mayor presión ejercida por los 
estados, mediante la militarización de 
la seguridad[67]. También ese tipo de 
organizaciones del crimen organizado 
transnacional están estableciendo bases 
permanentes en Centroamérica, lo que 
socava los gobiernos de la región. Ade-
más, se están moviendo hacia nuevos 
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negocios como la producción masiva de 
drogas sintéticas, la trata de personas y 
el secuestro para compensar la pérdida 
de ingresos [73]. 

Un caso emblemático respecto a la 
infiltración del narcotráfico en las es-
tructuras del Estado es Honduras. El 
exdiputado Juan Antonio Hernández, 
hermano del actual presidente de Hon-
duras Juan Orlando Hernández, fue acu-
sado en octubre 2019 por la Fiscalía del 
Distrito Sur de Nueva York en Estados 
Unidos por tráfico de drogas, soborno, 
posesión ilegal de armas y declaracio-
nes falsas a un funcionario de Estados 
Unidos12. Durante el proceso judicial, 
la Fiscalía sostuvo que el mandatario 
hondureño recibió personalmente so-
bornos del cártel de Sinaloa [60] y que el 
acusado, conocido como Tony Hernán-
dez, «era parte de una estructura de 
narcotráfico “auspiciada por el Estado” 
hondureño y protegida por alcaldes, 
congresistas, generales de las Fuerzas 
Armadas y jefes policiales»[26]. A este 
caso se suma la acusación realizada 
en abril 2020 —por la misma Fiscalía de 
Nueva York— contra Juan Carlos Bonilla 
Valladares, exjefe de la policía hondure-
ña y conocido como El Tigre, por delitos 
de narcotráfico vinculados a las opera-
ciones de Tony Hernández y su hermano 
(actual presidente de Honduras) [59].  

Según el análisis de la revista especializa-
da en la materia, Insight Crime, Honduras 
es uno de los centros de operaciones del 
narcotráfico, no solo de tránsito, y señala 
que «la más reciente denuncia criminal de 
Estados Unidos sugiere que los poderes 
políticos de Honduras no solo se hicieron 
los de la vista gorda para facilitar el tráfico 
de cocaína colombiana a través del país y 
en dirección a Estados Unidos, sino que 
además ayudaron a ocultar la producción 
nacional de drogas durante más de una 
década»[23]. En 2019, la Misión de Apoyo 
contra la Corrupción y la Impunidad en 
Honduras (MACCIH) llamó la atención so-
bre el debilitamiento del marco penal para 
la prevención y combate de la corrupción, 
ya que el nuevo código penal de Honduras, 
aprobado en junio de 2020, disminuye las 
penas en casos de corrupción y de narco-
tráfico[78]. 

UNA MIRADA FEMINISTA  
Y ANTICAPITALISTA AL FENÓMENO  
DEL CRIMEN ORGANIZADO EN EL  
SALVADOR Y HONDURAS

Con el objeto de comprender estos vín-
culos entre el crimen organizado y el 
sistema de dominación que entrelaza el 
capitalismo y el heteropatriarcado, se 
partió de la propuesta de Asociadas por 
lo Justo (JASS) respecto a la dinámica de 
los poderes existentes en Mesoamérica. 
En esta región convergen en la actuali-
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11 Por ejemplo, ver: Asmann, 2020.    

12   Más de un año después del veredicto de 
culpabilidad de octubre 2019, el 30 de marzo de 
2021, la Corte Federal de Manhattan ha dictado 
una sentencia de cadena perpetúa más treinta 
años contra Juan Antonio Hernández, además 
del pago de una multa de 138.5 millones de 
dólares. Esta condena puede llevar al hermano 
del presidente de Honduras a prisión de por vida. 
Para más información:  
https://www.justice.gov/usao-sdny/pr/
former-honduran-congressman-tony-hern-
ndez-sentenced-life-prison-and-ordered-
forfeit 



dad tendencias como: i) el aumento del 
poder de los actores no estatales (p. ej. 
el crimen organizado); ii) el cierre del es-
pacio cívico, y iii) la reacción contra mu-
jeres, lesbianas, gais y trans que salen de 
los roles de género normativos. Así, para 
entender este contexto es necesario con-
siderar tres formas interconectadas de 
poder[77]: 

1. El poder visible o formal. El Estado, las 
instituciones y el poder formal político. 

2. El poder oculto. Los actores no estata-
les (legales e ilegales) que influyen y con-
trolan el poder del Estado y las agendas 
políticas. En algunos territorios, incluso 
sustituyen al Estado y a las institucio-
nes. Como se indicó previamente, el con-
trol social ejercido por las diferentes ma-
nifestaciones del crimen organizado se 
realiza mediante dinámicas de violencia, 
vinculadas no solo a la actividad delictiva 
y el control territorial, sino también como 
una parte constitutiva de la propia estruc-
tura organizativa criminal[101: 129]. 

En este marco, el adoctrinamiento de 
las vidas de las personas tiene una cen-
tralidad en la opresión heteropatriarcal. 
El sujeto del crimen organizado está 
representado por un modelo de mascu-
linidad hegemónica, heteronormativa 
y heteropatriarcal llevado al extremo y, 
por tanto, uno de los ejes vertebradores 

de su forma de actuación es la violencia 
contra las mujeres y contra las personas 
LGTBI[102: 33 y ss].

3. El poder invisible. El poder de las creen-
cias, las ideologías y las culturas para in-
cluir en la cosmovisión de las personas y 
los grupos, en la conciencia de sí mismas 
y de sus valores y en la definición de lo 
que se considera «correcto» y «normal». 
Desde esta lógica, el poder cultural y sim-
bólico tienen un papel influyente en la 
percepción de la violencia y el miedo por 
parte de la población. Por ejemplo, el fi-
nanciamiento de obras comunitarias que 
pueden legitimar el poder y la presencia 
del crimen organizado: «En los procesos 
de legitimación social de actores violen-
tos o criminales, la cultura se ha estudia-
do como un recurso clave para ganar legi-
timidad entre la población. Un mecanismo 
típico de legitimación en la cultura de los 
criminales es el paternalismo: “dar a los 
pobres” lo que no tienen y de esta manera 
ejercer cierta justicia social»[18: 109-144]. 

Por otra parte, se encuentran los funda-
mentalismos religiosos, entendidos en la 
región como una radicalización vinculada 
a sectores fundamentalistas de la iglesia 
católica y la evangélica, y utilizada como 
sustento moral de las violencias de los 
sistemas heteropatriarcal y capitalista. 
«Son absolutistas e intolerantes, son an-
ti-mujeres y patriarcales, tienen que ver 

con los fundamentos de la religión, tie-
nen que ver con la política y el poder, son 
anti-derechos humanos y libertades, son 
literalistas y pasados de moda, violentos 
y tienen que ver con la cultura y la tradi-
ción»[25: 6]. 

Este fundamentalismo es utilizado por 
Estados autoritarios y totalitarios, en 
alianza con sectores del crimen orga-
nizado, como soporte ideológico para 
la promoción del odio hacia personas 
LGTBI y hacia mujeres que no cumplen 
con los mandatos heteropatriarcales 
(p. ej. las activistas feministas), para 
la legitimación del despojo de los te-
rritorios donde existen intereses em-
presariales, y para la inhibición de la 
protesta social y el control de la pobla-
ción. Se destaca la especial virulencia 
de la promoción del odio contra perso-
nas LGTBI como cortina de humo de 
las violencias del Estado y la extensión 
continental de esta dinámica. 

Los tres ejes de poder (formal, oculto e 
invisible) se rigen por una lógica capi-
talista neoliberal. El dinero es una ex-
presión expansiva del poder del crimen 
organizado y de los fundamentalismos 
religiosos, que existe junto con la vio-
lencia y múltiples formas de coerción. 
El crimen organizado se rige por la ló-
gica capitalista y la lleva a su extremo 
en cuanto al uso de la violencia contra 
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los cuerpos y los territorios para be-
neficiar sus intereses, actuando junto 
con otros actores; lo que Sayak Valen-
cia denomina «capitalismo gore»[115: 

11]. Destaca con este término el papel y 
el carácter vertebrador de la violencia 
en la deriva del capitalismo en gore13. 

Este término: 

[…] describe una lógica muy predato-
ria donde la muerte y el asesinato se 
vuelven formas de trabajo, de super-
vivencia y de restitución simbólica 
para ciertas poblaciones sujetas a 
una precarización laboral constante 
y estimuladas por una lógica de hi-
perconsumo que no pueden satisfa-
cer: jamás podrán comprar las cosas 
que les publicitan. Paralelamente, 
existen unas empresas o necroem-
presas que, en su momento, prome-
tían grandes beneficios a quien se 
incorporara a sus filas. Surge el pro-
letariado gore y, luego, el precariado 
gore, porque también se ha flexibili-
zado el trabajo de muerte y cada vez 
pagan menos. En principio asegura-
ba ingresos importantes, pero ahora 
hay que matar a destajo para ganar. 
Además, ya no es una economía que 
se circunscribe al crimen organizado 
o las drogas, sino que se ha diversi-
ficado y se ofrece a otros sectores, 
como el de seguridad o el de la venta 
de recursos minerales[62]. 

2.4//¿QUÉ SE HA ENTENDIDO  
POR PROTECCIÓN?

Se ha entendido la protección desde una 
triple visión: integral, feminista y de de-
rechos humanos, ya que permite poner 
en valor las experiencias y prácticas de 
las organizaciones de derechos huma-
nos y colectivos sociales, así como re-
forzar el marco normativo de protección 
internacional y derecho de asilo frente 
a las diferentes formas de violencia del 
crimen organizado que generan despla-
zamiento forzado14. 

PROTECCIÓN INTEGRAL Y FEMINISTA

Es la definida como todas aquellas ac-
ciones y estrategias que las personas, 
las comunidades y los colectivos desa-
rrollan para: i) crear y ampliar espacios 
seguros de vida y de trabajo; ii) prevenir 
los daños, y iii) reaccionar frente a los 
riesgos. Se ha entendido no solo como 
la ausencia de amenazas sino como el 
bienestar, atendiendo a las dimensiones 
personales, sociales y comunitarias. 

Desde esta perspectiva de protección, 
lo colectivo cobra especial relevancia. 
Además de los esfuerzos de protección 
personal o individual, es esencial la pro-
tección colectiva que, a través de todo 
tipo de relaciones y formas comunitarias 
y organizativas, enfrentan las amenazas 

13 Género cinematográfico de terror centrado en 
la violencia gráfica extrema. 

14  Se llama desplazamiento forzado a la 
escapada o huida de las personas de sus hogares 
o zonas de residencia a fin de evitar situaciones 
de violencia vinculadas al crimen organizado, 
y en general, a las violaciones de derechos 
humanos. 
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del crimen organizado, del heteropatriar-
cado, del capitalismo y de aquellas deri-
vadas de la labor de defensa de derechos 
humanos o del incumplimiento de las nor-
mas impuestas por las manifestaciones 
del crimen organizado en los territorios. 
Al fortalecer el poder colectivo, no solo el 
de líderes individuales, es más difícil que 
los agresores personalicen los ataques y 
las amenazas y aumenta la resistencia y 
la capacidad de protección. Así, las orga-
nizaciones están mejor preparadas para 
transformar las estructuras de desigual-
dad y tienen más capacidades y mejores 
condiciones para protegerse de las vio-
lencias. 

En el análisis, se ha atendido a cuatro di-
mensiones de la protección: lo organiza-
cional, las relaciones, lo psicosocial y la 
seguridad. El Colectivo ANSUR represen-
ta esta concepción de la protección a tra-
vés de una «mesa de cuatro patas»[46]: si 
una de las patas se recorta, la mesa en su 
conjunto se tambalea.

• Lo organizacional: son aquellos elemen-
tos internos o de funcionamiento de las 
organizaciones, los colectivos y los movi-
mientos sociales que favorecen una ma-
yor seguridad institucional. 

• Las relaciones: son las redes, las alianzas 
y los espacios de coordinación con las que 
cuenta la organización tanto a nivel nacio-

nal como internacional. Incluye también 
la relación con las autoridades en clave de 
incidencia.

• Las medidas de seguridad: son las prác-
ticas más o menos cotidianas, más o me-
nos planificadas, que hacen ganar en se-
guridad, que permiten pensar en modos 
de actuar para prevenir o reaccionar. 

•Los aspectos psicosociales: se incluye 
todo aquello que se hace para garantizar 
el bienestar de las personas integrantes 
de la organización y de las personas con 
las que se trabaja.

Encima de esta mesa de cuatro patas, 
además, destacan tres escenarios que 
determinan las necesidades de protec-
ción y las posibles acciones y estrate-
gias[39]: 

• En origen: durante la vida y el trabajo en 
origen, así como en el momento de retor-
no tras un periodo de exilio (el cual puede 
ser más o menos prolongado).
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ESCENARIO 1: EN ORIGEN

ESCENARIO 2: SALIDA TEMPORAL

ESCENARIO 3: SALIDA DEFINITIVA

Lo organizacional Las relaciones
Medidas  

de seguridad
Los aspectos 
psicosociales

• Durante una salida temporal. 

• Durante una salida permanente, o inde-
finida. 

LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL 
A LOS DERECHOS HUMANOS  
Y EL DERECHO DE ASILO

Desde una perspectiva normativa, se ha 
entendido también la protección desde 
el marco del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos (DIDH), el cual 
se refiere al conjunto de normas que 
dotan de carácter legal a los derechos 
inherentes a las personas —como suje-
tos de Derecho Internacional— y esta-
blecen obligaciones a los Estados. Su 
objeto «[…] es la promoción y protección 
de los derechos humanos»[29: 25-26]. 

En definitiva, es el marco normativo de 
promoción y protección de los derechos 
humanos y se ha desarrollado a partir de 
la adopción de tratados internacionales 
que reconocen los derechos humanos 
como consecuencia de la necesidad 



de protección de las personas en todo 
tiempo y circunstancia15.

De acuerdo con el ACNUR, se entiende 
como protección internacional lo si-
guiente:

La necesidad de protección interna-
cional surge cuando una persona se 
encuentra fuera de su propio país y no 
puede regresar a él porque estaría en 
peligro, y su país no puede o no quiere 
protegerla. Los riesgos que dan origen 
a una necesidad de protección interna-
cional incluyen clásicamente los de per-
secución, amenazas a la vida, libertad o 
integridad física derivadas de conflictos 
armados, graves desórdenes públicos 
o diferentes situaciones de violencia. 
Otros riesgos pueden surgir de: ham-
bruna vinculada con situaciones de 
conflicto armado; desastres naturales 
o antropogénicos; así como la apatridia. 
Con frecuencia, estos elementos están 
interrelacionados y se manifiestan con 
el desplazamiento forzado[15: 1].

El proceso para reconocer el derecho de 
protección internacional se debe llevar a 
cabo con arreglo a las debidas garantías y 
en estricta observancia de tres principios 
fundamentales: no devolución (también 
conocido como non-refoulement)16, no 
sanción por ingreso irregular al territorio, 
y el principio de unidad familiar. El régimen 

15 Los tratados de derechos humanos que han 
sido ratificados vinculan a los Estados y crean 
obligaciones —positivas y negativas— que estos 
deben asumir. Este tipo de tratados están dotados 
de una especial naturaleza objetiva, ya que regulan 
las relaciones jurídicas entre Estados e individuos, 
bajo una lógica de no obligaciones recíprocas. 
Es decir, que han sido creados por la necesidad 
de proteger a las personas y los bienes comunes, 
no a los intereses individuales de los Estados 
(Caso Radilla Pacheco vs. México. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C N.º 
209, párr. 302). Su ratificación se refiere al acto 
por el cual un Estado establece su consentimiento 
a obligarse por un tratado; una vez que un Estado 
ha ratificado un tratado a nivel internacional, 
debe incorporarlo en su legislación interna.  

16 A lo largo de las décadas ha pasado a tener 
naturaleza jurídica de ius cogens, es decir, de 
norma imperativa que no pueden modificarse 
o derogarse, y son necesarias para proteger el 
orden público internacional. Así está recogido 
en la Declaración de San Remo sobre el Principio 
de Non-refoulement del año 2001. También 
ver: Artículo 33 de la Convención de 1951. 

17 Adoptada en Ginebra, Suiza, el 28 de julio de 1951 por 
la Conferencia de Plenipotenciarios sobre el Estatuto 
de los Refugiados y de los Apátridas (Naciones 
Unidas), convocada por la Asamblea General en 
su resolución 429 (V), del 14 de diciembre de 1950. 

18 Artículo 1A(2) de la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados. Adoptada en Ginebra, 
Suiza, el 28 de julio de 1951 por la Conferencia 
de Plenipotenciarios sobre el Estatuto de los 
Refugiados y de los Apátridas (Naciones Unidas), 
convocada por la Asamblea General en su 
resolución 429 (V), del 14 de diciembre de 1950.  
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de protección internacional de las perso-
nas refugiadas se rige por dos instrumen-
tos centrales: la Convención de Ginebra 
de 195117 y su Protocolo de Nueva York de 
1967. La Convención de 1951 define a la 
persona refugiada, como aquella que:

[...]  debido a fundados temores de ser 
perseguida por motivos de raza, reli-
gión, nacionalidad, pertenencia a de-
terminado grupo social u opiniones po-
líticas, se encuentre fuera del país de 
su nacionalidad y no pueda o, a causa 
de dichos temores, no quiera acogerse 
a la protección de tal país; o que, care-
ciendo de nacionalidad y hallándose, a 
consecuencia de tales acontecimien-
tos, fuera del país donde antes tuviera 
su residencia habitual, no pueda o, a 
causa de dichos temores, no quiera re-
gresar a él18. 

La práctica de los Estados en el ámbito 
del DIDH ha puesto de manifiesto que la 
prohibición de la violencia por razón de 
género contra la mujer sea un principio 
del derecho internacional consuetudina-
rio[50: Párr.2]. El DIDH otorga una protec-
ción especial que no se limita exclusiva-
mente a los derechos de las mujeres, sino 
también a la protección de los derechos 
de las personas LGBTI [56]. De forma que, 
la persecución por motivos de género, 
incluida aquella motivada por la preferen-
cia sexual y la identidad de género, están 



incluidas en las causas de persecución 
que reconoce este derecho[36].

LOS SISTEMAS REGIONALES  
DE PROTECCIÓN

En la región de las Américas, la Declara-
ción de Cartagena sobre los Refugiados 
de 1984 surgió como el primer instru-
mento innovador por su amplitud obje-
tiva en la definición de la persona refu-
giada. En este sentido, el planteamiento 
sobre los elementos subjetivos y objeti-
vos tuvieron un cambio de orientación 
respecto de lo establecido en la Conven-
ción de 195119. Así, el enfoque estuvo en 
los elementos objetivos que promueven 
la expulsión: i) violencia generalizada; 
ii) la agresión extranjera, y iii) la violación 
masiva de los derechos humanos u otras 
circunstancias que hayan perturbado 
gravemente el orden público20. 

En la Opinión Consultiva OC-21/14, la 
Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (CoIDH) indicó que la protección 
internacional abarca a las personas soli-
citantes de asilo y refugio con fundamen-
to en los convenios internacionales, las 
leyes internas de los Estados, la defini-
ción ampliada de la Declaración de Carta-
gena, y por cualquier persona extranjera 
«[…] con base en las obligaciones inter-
nacionales de derechos humanos, y, en 
particular, el principio de no devolución 

y la denominada protección complemen-
taria u otras formas de protección hu-
manitaria» [55: párr.37]. Por último, tam-
bién abarca a las personas apátridas de 
acuerdo a los instrumentos en la materia. 

En Europa, el marco normativo relativo 
a esta materia se resume en seis instru-
mentos comunitarios aplicables a los Es-
tados miembros de la Unión Europea: 

1. Directiva de reconocimiento. Directiva 
2011/95/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 13 de diciembre de 2011 por la 
que se establecen normas relativas a los 
requisitos para el reconocimiento de na-
cionales de terceros países o apátridas 
como beneficiarios de protección inter-
nacional, a un estatuto uniforme para los 
refugiados o para las personas con dere-
cho a protección subsidiaria y al conteni-
do de la protección concedida.

2. Directiva de procedimiento. Directiva 
2013/32/UE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 26 de junio de 2013, so-
bre procedimientos comunes para la 
concesión o la retirada de la protección 
internacional. 

3. Directiva de acogida. Directiva 2013/33/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 26 de junio de 2013, por la que se aprue-
ban las normas para la acogida de los soli-
citantes de protección internacional.
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19     «Reiterar que, en vista de la experiencia 
recogida con motivo de la afluencia masiva de 
refugiados en el área centroamericana, se hace 
necesario encarar la extensión del concepto de 
refugiado, teniendo en cuenta, en lo pertinente, 
y dentro de las características de la situación 
existente en la región, el precedente de la 
Convención de la OUA (Artículo 1, párrafo 2) y la 
doctrina utilizada en los informes de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. De este 
modo, la definición o concepto de refugiado 
recomendable para su utilización en la región es 
aquella que además de contener los elementos 
de la Convención de 1951 y el Protocolo de 
1967, considere también como refugiados 
a las personas que han huido de sus países 
porque su vida, seguridad o libertad han sido 
amenazadas por la violencia generalizada, la 
agresión extranjera, los conflictos internos, 
la violación masiva de los derechos humanos 
u otras circunstancias que hayan perturbado 
gravemente el orden público.»(Declaración de 
Cartagena sobre Refugiados, 1984). 

20  También ver los avances normativos en la 
región como, por ejemplo, la Declaración o Plan de 
Acción de Brasil en 2014; Declaración de Acción 
de San José en 2016; y el Marco Integral Regional 
para la Protección y Soluciones (MIRPS) para 
responder al contexto de movilidad humana en 
Centroamérica en 2017.



21 Este reglamento, parcialmente vigente, es el 
que desarrolla la anterior Ley de Asilo, de 1994. Si 
bien es obligada la aprobación de un reglamento 
específico para la Ley del derecho de asilo y de la 
protección subsidiaria vigente en el plazo de seis 
meses desde su aprobación —en 2009—, a fecha 
de cierre de este informe —11 años después— no 
se ha aprobado el nuevo reglamento. 

22 Para conocer un análisis más detallado sobre 
este punto, ver, entre otros: TÜRK, V. y R. DOWD, 
2014. 

4. Reglamento (UE) N.º 604/2013, del Par-
lamento Europeo y del Consejo de 26 de 
junio de 2013, por el que se establecen los 
criterios y mecanismos de determina-
ción del Estado miembro responsable del 
examen de una solicitud de protección in-
ternacional presentada en uno de los Es-
tados miembros por un nacional de un ter-
cer país o un apátrida (Texto refundido). 
Real Decreto 1325/2003, de 24 de octu-
bre, por el que se aprueba el Reglamento 
sobre régimen de protección temporal 
en caso de afluencia masiva de personas 
desplazadas (BOE núm. 256, de 25 de oc-
tubre).

5. Reglamento (UE) N.º 603/2013 del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 26 de 
junio de 2013, relativo a la creación del 
Eurodac. Acuerdo de Adhesión del Reino 
de España al Convenio de Aplicación del 
Acuerdo de Schengen, artículos 28 a 38. 
Instrumento de ratificación de España de 
23 de julio de 1993 (BOE núm. 81, de 5 de 
abril de 1994).  

6. Reglamento (UE) N.º 439/2010 del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 19 de 
mayo de 2010, por el que se crea una Ofi-
cina Europea de Apoyo al Asilo.  

 En el Estado español, el derecho de asilo 
es un derecho recogido en el artículo 13.4 
de su Constitución y se desarrolla me-
diante:

1. La Ley 12/2009, de 30 de octubre, 
reguladora del derecho de asilo y de la 
protección subsidiaria. 

2. Y el Real Decreto 203/1995, de 10 de 
febrero, por el que se aprueba el Regla-
mento de aplicación de la Ley 5/1984, 
de 26 de marzo, reguladora del dere-
cho de asilo y de la condición de refu-
giado, en su redacción dada por la Ley 
9/1994, de 19 de mayo (BOE n.º 52, de 
2 de marzo), modificada, a su vez, por 
el Real Decreto 864/2001, de 20 de julio 
(BOE n.º 174, de 21 de julio), por el Real 
Decreto 865/2001, de 20 de julio (BOE 
n.º 174, de 21 de julio), por el Real De-
creto 1325/2003, de 24 de octubre (BOE 
n.º 256, de 25 de octubre) y por el Real 
Decreto 2393/2004, de 30 de diciem-
bre (BOE n.º 6, de 7 de enero de 2005) 21.

 A lo largo de las últimas décadas, la 
definición de persona refugiada dada 
por la Convención de 1951 ha sido inter-
pretada para tratar de abordar un con-
junto de realidades no establecidas 
explícitamente en dicho instrumento, 
como puede ser la persecución por 
motivos de género o la violencia perpe-
trada por actores no estatales (donde 
cabrían los grupos del crimen organi-
zado). Sin embargo, persisten vacíos 
en la protección —incluida la falta de 
implementación— que se deben aten-
der con urgencia22. 
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EL DERECHO DE ASILO FRENTE  
A LAS PERSECUCIONES DEL CRIMEN 
ORGANIZADO

Se ha partido también de una interpre-
tación del derecho de asilo acorde a las 
recomendaciones del ACNUR, quien ha 
reconocido la necesidad de protección de 
quienes huyen de Honduras y El Salvador 
debido a la persecución por parte de pan-
dillas y otros grupos delincuenciales. 

 En su nota de orientación relativa a pan-
dillas organizadas[14], el ACNUR aclara la 
interpretación de la definición de perso-
na refugiada contenida en la Convención 
de Ginebra de 1951 con respecto a la per-
secución por estos actores no estatales. 
En ella, argumenta las condiciones bajo 
las cuales entiende que la protección 
del asilo ha de responder frente a esta 
persecución, con especial énfasis en: 
i) el nexo causal con la Convención de 
Ginebra de 1951; ii) la viabilidad y efecti-
vidad de las alternativas de huida inter-
na; iii) la capacidad y voluntad del Estado 
para suministrar protección, y iv) la eva-
luación sobre la posible exclusión en el 
marco del artículo 1F de la Convención 
de Ginebra de 1951.

Estas orientaciones señalan que «será 
especialmente importante la adecuada 

consideración de la edad y los aspectos 
de género en las solicitudes que pre-
senten niños, jóvenes y mujeres […]» 
[14: párr.19]. Respecto al rol del Estado y 
su grado de protección, incluye informa-
ción sobre:

1. El Estado como agente de protección y 
su falta de capacidad frente a pandillas.

2. El Estado como agente de persecu-
ción, a través de:

• Sus actuaciones violentas derivadas de 
los «enfoques de mano dura», ya que han 
conllevado a la implementación de prác-
ticas de «limpieza social», tales como los 
asesinatos extrajudiciales, la violencia 
policial, los arrestos y la detención arbi-
traria o ilegal, así como las condiciones 
inhumanas en las prisiones. 

• Sus vínculos con el crimen organizado. 

Reconoce que, en determinadas cir-
cunstancias, el Estado se puede con-
siderar agente de persecución en so-
licitudes relacionadas con pandillas, 
señalando aquellas en las que agentes 
del Estado colaboran con tales grupos 
de forma individual, desde esa lógica 
de que «la responsabilidad del Estado 
está comprometida cuando grupos o 

23  Es el órgano jurisdiccional que tiene 

la competencia para conocer desde las 
impugnaciones hasta las resoluciones que 
denieguen la solicitud de asilo, de acuerdo con 
lo indicado en el artículo 11 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.
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individuos, incluso oficialmente sepa-
rados de las estructuras del gobierno, 
actúan por instigación del gobierno o 
con su consentimiento»[14: párr. 26]. 

La preocupación de este organismo 
de Naciones Unidas con relación a la 
situación en Mesoamérica le ha lleva-
do a publicar directrices específicas 
para Honduras[10] y El Salvador[12]. En 
el caso de El Salvador, vincula el éxodo 
de personas salvadoreñas al creciente 
alcance, poder y violencia de los gru-
pos del crimen organizado en el país y 
al impacto social, político, económico 
y de derechos humanos derivado del 
mismo. Cita también la violencia ma-
chista y social generalizada contra las 
mujeres y la infancia como causa que 
incentiva la huida del país. En el caso 
de Honduras, señala la especial re-
levancia del narcotráfico en la grave 
situación de violaciones de derechos 
humanos en este país. 

Se ha partido también de criterios ex-
presados por tribunales españoles. La 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Nacional23 ha expre-
sado en diversas sentencias, las pri-
meras de ellas en 2017, un cambio de 
criterio respecto al reconocimiento 
de protección a víctimas de maras y 

pandillas procedentes de El Salvador y 
de Honduras[34]. En el caso de El Sal-
vador, concluye que la intensidad de la 
situación que se vive en el país puede 
calificarse como conflicto interno y 
que el Estado salvadoreño no se en-
cuentra en condiciones de suministrar 
protección a las víctimas. En el caso 
de Honduras, basándose en las direc-
trices del ACNUR relativas a este país, 
reconoce la gravedad de la situación 
debida a la intensa penetración del cri-
men organizado en diferentes esferas 
de la sociedad, incluyendo sectores 
de la policía, la política y el poder judi-
cial. Recoge que el Estado hondureño 
no brinda protección efectiva y que el 
sistema judicial hondureño es parti-
cularmente ineficiente y sujeto a inti-
midación, corrupción, clientelismo e 
interferencia política, lo que agrava y 
explica los altos niveles de impunidad 
en el país. 
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A lo largo de este apartado se recoge 
información destacada durante esta in-
vestigación. Centra la mirada en: i) con-
texto y dinámicas de violencia en cada 
país; ii) formas de persecución del cri-
men organizado a mujeres, personas 
LGTBI y personas defensoras de dere-
chos humanos; iii) vacíos en la protec-
ción de derechos, y iv) el desplazamien-
to forzado frente al crimen organizado. 

3.1 // DINÁMICAS DE VIOLENCIA 
DEL CRIMEN ORGANIZADO QUE 
GENERAN DESPLAZAMIENTO FORZADO 
EN EL SALVADOR Y HONDURAS

El Salvador y Honduras tienen una de 
las tasas de homicidio y violencia cri-
minal más altas de todo el mundo, con 
particular incidencia en las manifes-
taciones de violencia machista: femi-
nicidio, violencia y explotación sexual, 
reclutamiento forzado y extorsión, en-
tre otras. El último informe disponible 
de la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito (UNODC), que 
analiza datos de 2017, señala a ambos 
como dos de los países ubicados en el 
top 3 que mantienen las tasas de homi-
cidios más altas del mundo: El Salva-
dor (62,1 por cada 100 000 habitantes) 
sigue siendo el país del mundo con la 
tasa de homicidios más elevada, segui-
do de Venezuela (56,8) y de Honduras 
(41,7) [112: 21]. 

El Salvador es también el país que en-
cabeza la lista de más mujeres asesina-
das por cada 100 000 habitantes y Hon-
duras le sigue con porcentajes un poco 
más bajos[112: 15]. La intensificación de 
la violencia por parte de las pandillas en 
El Salvador desde principios de la déca-
da de 2010 ha provocado la mayor tasa 
de homicidios en menores y adolescen-
tes de todo el mundo y el homicidio es la 
principal causa de muerte entre jóve-
nes en este país[109:35-37,165]. La mayor 
parte de esta violencia es ejercida por 
grupos del crimen organizado. 

A la luz de este contexto, los escena-
rios que pueden motivar el desplaza-
miento forzado por crimen organizado 
son [74]:

1. La percepción por parte del grupo 
criminal de una persona como enemiga 
o traidora.

2. Los actos de resistencia frente a las 
demandas del grupo criminal, ya sea a 
la extorsión, a la integración en el grupo 
delincuencial o a las demandas sexua-
les hacia mujeres jóvenes y niñas.

3. La apropiación de tierras en zonas 
estratégicas para el narcotráfico y para 
la inversión empresarial, especialmente 
en el ámbito rural, y la apropiación de vi-
viendas y negocios en el ámbito urbano.
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4. La inseguridad y la criminalidad gene-
ralizadas.

En los territorios donde tiene presencia el 
crimen organizado se arraiga una violen-
cia generalizada y estructural. En algunos 
casos, alcanza un control total y totalita-
rio de las personas, las comunidades y los 
territorios, con índices de violencia supe-
riores a los vividos durante los conflictos 
armados en la región durante el siglo xx. 
El Instituto Internacional de Estudios Es-
tratégicos considera que el contexto de 
violencia armada en El Salvador y en Hon-
duras alcanza los umbrales de intensidad, 
duración y organización característicos 
de los conflictos armados internos, a lo 
cual se suma su carácter transnacional 
por su impacto en toda la región. 

La Mara Salvatrucha (MS-13) es el princi-
pal grupo con poder y control territorial 
consolidado en ambos países. Se estima 
que su ámbito geográfico de operacio-
nes en El Salvador alcanza 205 de los 262 
municipios. En Honduras tiene un alcan-
ce nacional, y en particular en San Pedro 
Sula, Puerto Cortés, Omoa y Copán[107: 61, 

69]. En las colonias (barrios) de San Pedro 
Sula, por ejemplo, los grupos delincuen-
ciales han sustituido al Estado. Este con-
trol territorial y la violencia ejercida con-
tra la población es una de las principales 
causas de los desplazamientos forzados 
en Honduras[37: 18]. 



La violencia generada por las actividades 
propias del crimen organizado tiene im-
pactos políticos, económicos, sociales y 
humanitarios en la vida de las personas 
y en sus territorios. Sus facciones se en-
frentan a menudo entre ellas y con las 
fuerzas de seguridad del Estado, para 
ejercer un control exclusivo de los territo-
rios donde tienen presencia, lo que deriva 
en situaciones análogas a las de conflic-
tos armados en los países donde operan. 
No se trata de un fenómeno circunscrito 
solamente a Honduras y El Salvador, sino 
una realidad regional, con la presencia 
de grupos criminales transnacionales en 
alianza con grupos locales.

3.2 // CÓMO PERSIGUE EL CRIMEN 
ORGANIZADO

Las formas de persecución24 varían de-
pendiendo de qué grupo del crimen orga-
nizado ejerza la persecución y dependien-
do de sus vínculos con las autoridades y 
los cuerpos de seguridad de los Estados, 
así como con otros actores, como son las 
empresas que utilizan sicariato para la 
apropiación de territorios. A lo largo del 
informe se profundiza sobre los vínculos 
del crimen organizado con los Estados, 
con el sistema capitalista y con el sistema 
heteropatriarcal. 

 Se destacan en este apartado dos formas 
de persecución del crimen organizado —
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formas contemporáneas de esclavitud, 
por un lado, y la extorsión y otros delitos 
conexos, por otro— debido a que se ha 
hecho referencia a ellas a lo largo de este 
proceso de investigación y debido tam-
bién al impacto que tienen en cuanto a 
generadoras de desplazamiento forzado. 
De hecho, se encuentran entre los princi-
pales motivos alegados por las personas 
que solicitan asilo a causa de la persecu-
ción por parte de este actor25. También se 
apuntarán en el siguiente apartado algu-
nas violencias específicas contra muje-
res, personas LGTBI, así como la violencia 
contra defensoras de derechos humanos. 

FORMAS CONTEMPORÁNEAS DE 
ESCLAVITUD: EL RECLUTAMIENTO 
FORZADO Y LA VIOLENCIA SEXUAL

Las pandillas y otros grupos criminales 
reclutan de forma sistemática y forzada 
a jóvenes de los territorios donde ejer-
cen su control. En el caso de los niños y 
las niñas, el reclutamiento se suele ini-
ciar a edades muy tempranas y les obliga 
a realizar pequeñas tareas que buscan 
su fidelización forzada a través de su 
participación en actividades ilícitas. 

En el caso de las niñas, además de las 
amenazas directas, estas se ven obli-
gadas a «colaborar» con las pandillas y 
grupos criminales para estar seguras: 
«Si cumples 13, 14 y 15 años y no estás 

24    En el marco de la protección internacional 
que proporciona el derecho de asilo, la 
persecución se define como «las violaciones 
graves o sistemáticas o sostenidas de derechos 
humanos por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, opinión política o pertenencia a 
determinado grupo social. La persecución por 
motivos de género, incluida aquella motivada por 
la preferencia sexual y la identidad de género, 
están incluidas en las causas de persecución 
que reconoce el derecho de asilo. [...] La 
discriminación no es considerada por sí misma 
persecución, exceptuando sus expresiones más 
atroces. Sin embargo, un patrón persistente 
de discriminación continúa y generalizada 
constituye persecución, ya que resulta en 
consecuencias sustancialmente perjudiciales 
para las personas, y justifica la protección 
internacional». (CEAR-Euskadi, Diccionario de 
asilo, cit.) 

25  Esto no implica desconocimiento o 
inexistencia de otras formas de violencia 
que estén afectando a la población, como 
homicidios, torturas, delitos de odio contra 
mujeres, personas LGTBI y personas 
extranjeras, entre otras.



asociada con una pandilla, se espera que 
en algún momento los miembros de la 
pandilla se fijen en ti… como objeto se-
xual»[68: 27]. Hay que sumar, a su vez, el 
trabajo forzoso de actividades domésti-
cas (cocinar, lavar la ropa, etc.), que está 
vinculado con esta forma de violencia 
sexual. En El Salvador se les conoce 
como «los casos de las novias de los ma-
reros» pero, en realidad, algunos casos 
se podrían considerar situaciones de es-
clavitud, servidumbre y violencia sexual. 
Cuando las mujeres deciden denunciar 
estos casos, las instituciones estatales 
consideran que han formado parte de la 
estructura criminal y son catalogadas 
como delincuentes en lugar de víctimas 
con necesidad de protección[68: 28]. 

Los cárteles han copado además el trán-
sito de personas en México, por el cual 
acaparan grandes beneficios económi-
cos a través del tráfico de personas y 
su trata con fines de explotación sexual 
y laboral. En este sentido, por ejemplo, 
son utilizadas como correos para el nar-
cotráfico. En las últimas décadas, se han 
sustituido 

los grandes contenedores de drogas 
por cargas más pequeñas que se dis-
tribuyen en una red más compleja y 
difícil de combatir, que combina rutas 
terrestres y marítimas. Esto ha permi-
tido un incremento sin precedentes 

26 Término de origen militar utilizado para 
referirse conjuntamente a El Salvador, Honduras 
y Guatemala.

del volumen del tráfico. […] Hasta 2007 
solo el 1 % de la droga pasaba por Cen-
troamérica. Sin embargo, ahora ese 
porcentaje es mucho mayor. Esta rea-
lidad se ha hecho más compleja por 
el involucramiento de organizaciones 
en la región, como las pandillas -entre 
ellas la mara la Salvatrucha y la «18»- 
que han pasado a convertirse en peo-
nes de los cárteles mexicanos, tanto 
en la distribución local de la droga, 
como en labores de seguridad durante 
el tránsito[82: 248]. 

 Estos reclutamientos forzados llegan a 
tal extremo de violencia que «constitu-
yen, prima facie, formas contemporá-
neas de esclavitud», según la Relatora 
especial de Naciones Unidas sobre esta 
materia[90]. En el reciente Informe so-
bre Violencia y Discriminación contra 
las Mujeres, Niñas y Adolescentes, la Co-
misión Interamericana de Derechos Hu-
manos señaló la compleja situación en la 
que se encuentran las mujeres en el con-
texto del crimen organizado en el Trián-
gulo Norte de Centroamérica26, tanto 
por la extrema violencia practicada por 
grupos del crimen organizado, como por 
los roles tradicionales asociados e im-
puestos a su género. Algunas de las múl-
tiples formas de violencia identificadas 
por la CIDH son: «violencia sexual, inclu-
yendo violaciones grupales, esclavitud 
sexual y prostitución forzada; uniones, 
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su interés, con frecuencia por el tipo de 
actividad que pueda realizar en ellos (p. 
ej. venta de drogas o lavado de dinero).  

• Extorsión sexual. Se trata de una situa-
ción en la que una persona es forzada a 
actuar en detrimento de su vida e integri-
dad personal, bien porque el pago reque-
rido sea de naturaleza sexual en lugar de 
monetaria o porque la propia amenaza es 
explícitamente sexual[68: 26]. Esta forma 
de violencia sexual es ejercida contra mu-
jeres y niñas, especialmente sobre las jó-
venes que viven en territorios donde hay 
control del crimen organizado. Asimismo, 
«se sabe que las pandillas presionan a sus 
víctimas para que paguen, amenazándo-
las con ejercer violencia sexual sobre 
sus esposas e hijas»[68]. Las personas 
que ejercen el trabajo sexual son conti-
nuamente extorsionadas sexualmente, 
y forzadas a «pagar» a los cuerpos poli-
ciales[68: 27]. Especial virulencia cobra 
la violencia sexual contra las personas 
trans dedicadas al trabajo sexual, contra 
quienes se cometen crímenes de odio 
caracterizados por la saña con la que se 
ejecutan.  

 La falta de confianza en la policía y 
otras autoridades públicas, así como 
las amenazas, dificultan que se de-
nuncie la extorsión[68: 3-13]. A esto se 
añade que frente a la extorsión y otros 
tipos de amenazas, las personas quie-

noviazgos o matrimonios forzados; con-
trol de sus procesos reproductivos como 
embarazos o abortos forzados; trata de 
personas; desapariciones y homicidios 
basados en su género»[45: párr. 191-199].  

 En el caso de las personas LGTBI, el re-
clutamiento tiene también característi-
cas específicas. Así, gais y trans son for-
zadas a realizar labores de vigilancia en 
los barrios y tareas subsidiarias de las ac-
ciones delincuenciales de las pandillas, 
estando prohibido ser reclutadas como 
integrantes debido a sus preferencias se-
xuales y su identidad de género27.  

LA EXTORSIÓN Y OTROS DELITOS CONEXOS 

Las investigaciones sobre la violencia 
en Centroamérica indican claramente a 
la extorsión como una realidad omnipre-
sente y dañina en la región28. También 
«son un indicador de la gobernanza cri-
minal que refuerza el poder y la legitimi-
dad de los grupos organizados»[68: 4]. En 
Honduras y El Salvador, el aumento de la 
extorsión se vincula con el crecimiento 
de la MS-13 y de Barrio 1829. «Estos gru-
pos han hecho de la extorsión su principal 
fuente de ingresos, creando esencial-
mente su propia economía criminal al im-
poner impuestos a las vidas y medios de 
sustento de la gente común»[68: 3]. Esta 
fuente de ingresos perpetúa el ciclo cri-
minal y financia otras actividades ilícitas. 

 El lavado de este dinero es una oportu-
nidad de invertir en negocios legítimos, 
e «incrementa su poder económico y 
social en las comunidades ya que ofre-
cen empleo y asociaciones comerciales 
en negocios que, de otra manera, serían 
legales, como auto lavados, moteles y 
restaurantes»[68: 4]. Las estrategias de 
lavado de dinero van desde un nivel me-
nos sofisticado (adquisición de bienes 
básicos, adquisición de acciones en las 
empresas de las víctimas, transferen-
cias bancarias), hasta la más sofisticada 
(importación/exportación y transaccio-
nes de bienes raíces) [68: 33-34].  

 Se han identificado diversas formas de 
extorsión realizada por grupos del cri-
men organizado —principalmente ma-
ras— en El Salvador y Honduras:

• Extorsión territorial (monetaria o no 
monetaria). Cobro del «impuesto de 
guerra» (en Honduras) o la «renta» (en 
El Salvador) en las zonas donde exis-
ta el control territorial, lo cual permite 
abarcar tanto a una mayor cantidad de 
personas, desde economía informal y 
local30 [65] hasta grandes empresas 
transnacionales. Esta modalidad afecta, 
por ejemplo, a las trabajadoras sexuales 
y a la población trans que está en espa-
cios públicos. Esta extorsión es utilizada 
por los grupos criminales para la apro-
piación de negocios y de viviendas de 
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ren hacerse invisibles a estos grupos 
del crimen organizado:

Tratan de desaparecer, de dejar de exis-
tir, pues saben que las pandillas tienen 
la habilidad de encontrarlos en todos los 
rincones del país y que, si no los encuen-
tran, van a encontrar a sus hijos, y temen 
por sus vidas… Es por esto que para la 
mayoría de estas personas, es impensa-
ble acudir a las autoridades [para repor-
tar problemas de pandillas][68: 42].

Uno de los lemas de las maras es «ver, oír 
y callar». Las personas que se niegan a 
colaborar con las pandillas son someti-
das a brutales represalias: palizas, agre-
siones sexuales e incluso asesinatos y 
desapariciones[31]. 

3.3 // A QUIÉN PERSIGUE 

Las violencias del crimen organizado 
son ejemplarizantes, hacen un uso del 
terror para mantener el control sobre la 
población. Estas violencias no se dirigen 
ni afectan por igual a todos los sectores 
de población. Se ejercen especialmente 
contra aquellas personas y colectivos 
que son identificadas como opositoras 
a los intereses del crimen organizado o 
como más vulnerables, sea por: carecer 
de recursos económicos para la subsis-
tencia; encontrarse en territorios rura-
les; su género u orientación sexual; su 
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27 Entrevista a Bianka Rodríguez, directora 
de COMCAVIS Trans, en Lo que El Salvador NO 
reconoce: Informe de las Organizaciones de la 
Sociedad Civil sobre los Casos de Desplazamiento 
Forzado por Violencia 2017-2018, Mesa de 
Sociedad Civil Contra el Desplazamiento Forzado 
Ocasionado por la Violencia en El Salvador (MCDF). 

28 La extorsión generalmente consiste en la 
coacción (violencia o intimidación) que se ejerce 
sobre una persona para obligarla a actuar de 
determinada forma y así obtener dinero, otros 
bienes y/o beneficios, en perjuicio de la víctima 
o un tercero. RAE, «Extorsión | Diccionario de 
la lengua española», «Diccionario de la lengua 
española» - Edición del Tricentenario, fecha de 
consulta 26 diciembre 2019, en https://dle.rae.
es/extorsión. También ver: Ley Orgánica 10/1995, 
de 23 de noviembre, del Código Penal. Publicado en 
BOE núm. 281, de 24/11/1995. 

29 La información existente revela que las cifras 
de extorsión —reportadas en 2015— por país 
alcanzan más del 1% con respecto a su PIB. Por 
ejemplo: 1,7 % en El Salvador y 1 % en Honduras.  

30 En este caso, por ejemplo, las empresas de 
transporte de autobuses son uno de los principales 
objetivos de las pandillas 

31 Se identificó durante el proceso de 
investigación la necesidad de profundizar este 
análisis, conforme a otros ejes de opresión, como: 
clase, lugar geográfico o residencia —rural o 
urbano—, grupo étnico de pertenencia, diversidad 
funcional, entre otras. 

edad; la pertenencia a un grupo étnico 
discriminado, y/o por la labor de defensa 
de derechos31. 

El ACNUR reconoció en 2010 la persecu-
ción por parte de pandillas organizadas 
y concluyó cómo esta puede ser gene-
ralizada y afectar a amplios sectores de 
la sociedad. Además, elaboró una tipo-
logía de víctimas de dichos grupos, que 
se usará en esta investigación para fines 
ilustrativos, pero que también se consi-
dera aplicable a situaciones creadas por 
otras manifestaciones del crimen orga-
nizado[14: 10-17]: 

1. Quienes se resisten a la actividad de las 
pandillas, agrupándolas en:

• Personas que estén en peligro de re-
clutamiento o rehúsen a él, lo que afecta 
especialmente a hombres jóvenes y ado-
lescentes; 

• Mujeres jóvenes y adolescentes que 
rechazan las demandas sexuales de las 
pandillas, incluida la esclavitud sexual; 

• Personas propietarias de negocios y 
otras que no pueden o no quieren ceder 
a la extorsión u otras demandas ilegales 
de dinero o de servicios por las pandillas;

• Testigos de crímenes cometidos por las 
pandillas o personas que han informado 

https://dle.rae.es
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de esos incidentes a las autoridades y 
que posteriormente se vuelven vulne-
rables a la violencia como una forma de 
disuasión o castigo; 

• Agentes encargados de hacer cumplir 
la ley pueden convertirse en objetivos, 
debido a sus esfuerzos por combatir las 
pandillas;

• Personas trabajadoras de las ONG, 
activistas de derechos humanos, abo-
gadas y abogados, y participantes en 
grupos de base de la comunidad o la 
iglesia que se oponen a las pandillas y se 
convierten así en blanco de las tácticas 
de intimidación y de la violencia de las 
pandillas;

• Otras personas que representan una 
amenaza para las pandillas, o que se les 
percibe como tal, o que no están con-
formes con sus prácticas, incluyendo 
las minorías étnicas y sexuales.

2. Antiguos y actuales integrantes de 
las pandillas: destaca los riesgos vincu-
lados especialmente al reclutamiento 
forzado, los rituales y códigos violentos 
de las pandillas, represalias ejercidas 
por integrantes de otras pandillas o de 
particulares, y agresiones por parte de 
agencias encargadas de aplicar la ley. 

3. Víctimas y personas críticas con las 

políticas y actividades que el Estado 
aplica contra las pandillas: destaca 
a víctimas de medidas ilegales o ar-
bitrarias del Estado para, supuesta-
mente, combatir el fenómeno de las 
pandillas, lo que incluye ejecuciones 
extrajudiciales, dirigidas contra:

• Integrantes de pandillas; 

• No integrantes de pandillas en el 
marco de políticas de limpieza social. 
Por ejemplo, contra personas drogo-
dependientes, niñas y niños en situa-
ción de calle, minorías sexuales y tra-
bajadoras sexuales; 

• Integrantes de la sociedad civil que 
son percibidos como críticos con el 
enfoque del Gobierno hacia las pandi-
llas, lo que incluye a activistas de de-
rechos humanos y al ex funcionariado 
encargado de aplicar la ley, que han 
actuado como «informantes» de su 
propio Gobierno y que han denunciado 
la corrupción o la actuación ilegal de 
servidores públicos en relación con 
las pandillas.

4. Familiares de las anteriores, a quie-
nes pandillas y agentes del Estado 
agreden como forma de presión a sus 
familiares o porque se les asignan las 
opiniones de sus familiares, como es 
habitual en el caso de mujeres y niñas. 

Con respecto a El Salvador[10: 30-44]. 

y Honduras[12: 51-64], este organismo 
destacó, además del listado anterior de 
víctimas citadas, el especial riesgo que 
enfrentan los siguientes perfiles: 

1. Personas con profesiones y posicio-
nes susceptibles de extorsión, inclui-
das aquellas que se desempeñan en 
el comercio informal y formal, como 
vendedoras ambulantes y propietarias 
de negocios, sus empleadas y trabaja-
doras; trabajadoras del transporte pú-
blico; conductoras de taxi y moto-taxi; 
empleadas del sector público; menores 
y adultas que reciben remesas des-
de el exterior; informantes, testigos y 
víctimas de delitos cometidos por las 
pandillas y otros grupos de delincuen-
cia organizada o por integrantes de las 
fuerzas de seguridad del Estado; 

2. Habitantes de las zonas donde ope-
ran las pandillas, en general; y niños, 
niñas, adolescentes y mujeres, en par-
ticular, con riesgos específicos; 

3. Personas de quienes se presume vin-
culación con una pandilla; 

4. Personas con orientaciones sexuales 
y/o identidades de género diversas; 

5. Profesionales de la comunicación, 
incluidas periodistas, personas defen-
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soras de derechos humanos y activis-
tas sociales y políticas, especialmente 
quienes trabajan en temas relaciona-
dos con la delincuencia organizada y la 
corrupción; 

6. Maestras y educadoras en escuelas 
e instituciones educativas públicas 
donde operan las pandillas, dado que 
son espacios utilizados para el recluta-
miento forzado y donde estudian inte-
grantes de las pandillas; 

7. Integrantes de la policía y del ejército 
de rango menor debido a que residen en 
comunidades controladas por las pan-
dillas; 

8. Funcionariado, con la inclusión de in-
tegrantes de la judicatura, la fiscalía y la 
abogacía, especialmente aquellas que 
residen en territorios controlados por 
las pandillas o que investigan casos de 
delincuencia organizada y corrupción; 

9. Familiares, dependientes y personas 
empleadas por las anteriores. 

En el caso de Honduras, incluye tam-
bién a integrantes de comunidades in-
dígenas, afrohondureñas y campesinas 
relacionadas con conflictos por la tierra 
y el territorio donde confluyen intere-
ses de terratenientes, empresariado y 
crimen organizado. 

PERSECUCIÓN A MUJERES

La Relatora Especial de la ONU sobre 
las ejecuciones extrajudiciales, suma-
rias o arbitrarias, observaba con pre-
ocupación que El Salvador continuaba 
registrando niveles alarmantemente 
altos de feminicidio y que las víctimas 
eran menores de edad en más del 70 % 
de los casos[7: párr. 69]. En El Salvador, 
desde 2012 está vigente la Ley Especial 
Integral para una Vida Libre de Violencia 
para las Mujeres (LEIV), que introdujo el 
delito de feminicidio. De acuerdo con 
el Observatorio de Violencia contra las 
Mujeres de ORMUSA, de enero a abril de 
2020 fueron registrados 43 feminicidios 
y, de un total de 15 sentencias emitidas 
por este delito, 4 fueron condenatorias y 
11 absolutorias. En el mismo periodo, se 
registraron 104 (97 mujeres y 7 hombres) 
denuncias por delitos contra la libertad 
sexual[87] [17]. 

En Honduras, durante el año 2013 se 
introdujo el delito de feminicidio en el 
Código Penal. De enero a noviembre de 
2020, el Observatorio de Violencias con 
las Mujeres del CDM registró 227 muer-
tes violentas[88]. Hasta la fecha de cie-
rre de este informe, solo ha habido una 
condena y Honduras se mantiene como 
el segundo país del mundo más peligro-
so para las mujeres, según las cifras del 
Observatorio Nacional de Violencia (con 

una tasa de 8,6 por 100 000 habitantes y 
con 389 feminicidios en 2017). En lo que 
va de 2020, se ha registrado un total de 
94 casos[38: 10]. 

 Los cuerpos de las mujeres son conver-
tidos en campos de batalla de las organi-
zaciones criminales[102: 80-81]. Su viola-
ción y tortura son utilizadas como arma 
para la extorsión de las familias o como 
forma de agresión contra las personas 
de su entorno cercano. Son crímenes 
de odio, realizados con gran saña y vio-
lencia, que buscan aumentar el control 
de la población a través del miedo. Las 
mujeres que enfrentan estas violencias, 
forzadas a ejercer como esclavas se-
xuales para los grupos criminales, tanto 
en Honduras como en El Salvador, en su 
tránsito y durante su estancia en Méxi-
co y en el Estado español, son además 
criminalizadas por las autoridades y por 
sectores de la sociedad. Se las identifica 
como integrantes de las organizaciones 
criminales o se sospecha de su posible 
vinculación, en lugar de ser atendidas 
como víctimas de violaciones de dere-
chos humanos. Este imaginario deviene 
en una imposibilidad por acceder a jus-
ticia y en un rechazo social marcado por 
la discriminación y las violencias contra 
ellas. 

Otras manifestaciones de violencia se 
relacionan con las amenazas dirigidas 
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hacia sus hijos e hijas, en particular en 
los casos unidades familiares mono-
marentales. Por ejemplo, las pandillas 
«pasan a cobrar la renta mensual» a las 
mujeres por el simple hecho de vivir en 
su casa o tener una pequeña tienda, lo 
que se traduce automáticamente en una 
amenaza. Ante ello, es muy habitual la 
huida de las mujeres para evitar que sus 
hijas e hijos sean reclutadas o forzadas 
a ser esclavas sexuales de las organiza-
ciones criminales. Es decir, estas ame-
nazas contra sus descendientes son uti-
lizadas como arma para la extorsión de 
las mujeres. 

Las agresiones del crimen organizado 
contra las mujeres convergen, ade-
más, con las violencias machistas que 
enfrentan dentro de sus hogares. La 
imposibilidad de vivir en entornos fami-
liares y comunitarios violentos con ellas 
por ser mujeres es una de las principa-
les causas de desplazamiento forzado 
que las mujeres arguyen. La respuesta 
institucional ante estas violencias, por 
ejemplo la de los cuerpos policiales, está 
caracterizada también por el machismo, 
lo que impide que las mujeres presenten 
denuncias y que accedan a algún tipo 
de protección. Además, la denegación 
de derechos esenciales, como la salud 
sexual y reproductiva, son factores que 
exacerban particularmente la vulnerabi-
lidad de las mujeres. Por ejemplo, en El 

Salvador, la prohibición total del aborto 
—en todas las circunstancias— se ha tra-
ducido en una agresiva criminalización 
de las mujeres que han tenido abortos 
espontáneos (o emergencias obstétri-
cas). Entre 2000 y 2011 se reportó el pro-
cesamiento de 129 mujeres por delitos 
relacionados con el aborto; 23 fueron 
condenadas por aborto y 26 por homici-
dio[40]. El aborto en Honduras también 
está totalmente prohibido y se estima 
que existen, de promedio, diez denun-
cias cada año por el delito de aborto. Y 
en 2009, se prohibió la anticoncepción 
de emergencia y se excluyó también de 
las políticas de salud pública[86]. Esto 
implica, entre otras situaciones graves, 
exponer a niñas y mujeres que han sido 
abusadas sexualmente a tener materni-
dades forzadas.

PERSECUCIÓN A PERSONAS LGTBI

El Alto Comisionado de Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos ha mostra-
do su preocupación por la discrimina-
ción que enfrentan las personas LGTBI 
en todos los ámbitos de la vida en Hon-
duras[8: párr. 15]. Según el Grupo de Pro-
tección Regional del REDLAC para el 
Norte de Centroamérica, liderado por el 
Consejo Noruego para los Refugiados, el 
88 % de las personas solicitantes de asi-
lo que participaron en su estudio de 2019 
—procedentes de Guatemala, Honduras 

y El Salvador— sufrieron violencia sexual 
y de género en su país de origen[98: 1]. 

Destaca también cómo, debido al ma-
chismo de las pandillas y las maras, las 
personas LGTBI se enfrentan a mayores 
riesgos de violencia por parte de estas 
expresiones del crimen organizado, y 
que a menudo los ataques y homicidios 
perpetrados contra ellas muestran se-
ñales de tortura, mutilación de genita-
les y mensajes homófobos en sus cuer-
pos[98:  7]. 

Las violencias del crimen organizado 
confluyen con violencias ejercidas por 
sus entornos, comunidades y familias. 
La situación se ve agravada por el auge 
en Honduras y El Salvador de las expre-
siones de odio contra las personas LGT-
BI por parte de sectores fundamentalis-
tas de la iglesia católica y de las iglesias 
evangélicas, lo que propicia un ambiente 
de tolerancia y apoyo a la discrimina-
ción y a la violencia contra ellas. A esto 
se suma la vulneración de la laicidad 
estatal por parte de autoridades estata-
les[94]. Otros factores que recrudecen 
la violencia contra las personas LGTBI, 
en el caso de Honduras, son: ser identi-
ficadas como población más vulnerable 
por el crimen organizado, lo que lleva 
—entre otras violencias— a que grupos 
delincuenciales vinculados al narcotrá-
fico, en colaboración con la policía, las 
obliguen a trabajar en la venta de estu-
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pefacientes para evitar ser torturadas 
y asesinadas; y, en el caso de mujeres 
trans que se dedican al trabajo sexual, 
contar con información sensible relativa 
a personas con poder político y econó-
mico que contratan sus servicios[37: 25].

Este proceso de investigación par-
tió de la intuición de que las formas de 
persecución del crimen organizado son 
diferentes según la orientación o iden-
tidad de género sentida o asignada a 
lesbianas, gais o trans. Durante la revi-
sión documental y el trabajo de campo, 
se corrobora la dificultad para recabar 
información diferencial, especialmente 
en el caso de persecución a lesbianas 
y a hombres trans, cuya invisibilidad, 
según señalan diversas fuentes, tiene 
consecuencias positivas respecto a su 
protección, pero con un coste personal 
muy elevado: dejar de existir para so-
brevivir. En este sentido, por ejemplo, 
en El Salvador los asesinatos de lesbia-
nas quedan registrados como femini-
cidios[83: 15], lo que impide conocer la 
dimensión de esta realidad. 

En El Salvador y Honduras, los hombres 
gais enfrentan diferentes formas de vio-
lencia por parte del crimen organizado. 
Son extorsionados, obligados a trabajar 
como «mulas» de droga para las pandi-
llas; amenazados, acosados por policía 
y militares, y víctimas de crímenes de 

odio. Son las principales víctimas de los 
asesinatos registrados en Honduras. 
Entre 2009 y marzo de 2020 se regis-
traron en Honduras 203 muertes vio-
lentas de hombres homosexuales, 41 de 
lesbianas y 111 de personas trans, según 
los datos recogidos por la Red Lésbica 
CATTRACHAS[95: 18]. Entre 2016 y 2019, 
se registró el asesinato de 68 mujeres 
trans en El Salvador[100]. Las violencias 
y las vulnerabilidades experimentadas 
por las mujeres trans en El Salvador de-
viene en que su esperanza de vida sea de 
33 años, frente a los 73 años de la pobla-
ción en general. La mayor parte de las 
mujeres trans asesinadas no llegan a los 
33 años[118]. Es alarmante cómo las des-
igualdades y violencias a las que están 
expuestas reducen la esperanza de vida 
promedio a 35 años en las Américas[41]. 

Debido a la especial discriminación ha-
cia ellas por su identidad y su expresión 
de género, en su mayoría se ven forza-
das a ejercer el trabajo sexual[49: 25], lo 
que las sitúa ante grave riesgo de agre-
sión por parte del crimen organizado 
y de fuerzas de seguridad del Estado. 
Según el informe de 2019 realizado por 
la organización salvadoreña COMCAVIS 
Trans sobre el desplazamiento forzado 
interno de personas LGTBI, las pandi-
llas fueron quienes perpetraron en el 
62 % de los casos las violencias que les 
forzaron a desplazarse, mientras que la 

Policía Nacional Civil lo fue en el 21 % de 
casos. Cuando logran huir del país, en 
su tránsito por México se enfrentan a un 
alto riesgo de ser captadas por redes de 
trata para la explotación sexual[49: 30] . 

PERSECUCIÓN A PERSONAS  
DEFENSORAS DE DERECHOS  
HUMANOS

En los territorios donde la actividad de-
lictiva es generalizada, una persona o 
colectivo que exprese su oposición con 
respecto al actuar de un grupo delictivo 
se destaca del resto de la comunidad y 
su situación se torna especialmente vul-
nerable[14: 12]. Las personas defensoras 
de derechos humanos y sus colectivos 
en Honduras, El Salvador y México en-
frentan graves riesgos debido a su labor, 
además de ser víctimas de las persecu-
ciones antes citadas, derivadas de vivir 
en determinados barrios o comunida-
des, de ser mujeres, lesbianas, gais, 
trans, de pertenecer a una comunidad 
en resistencia pacífica contra la implan-
tación de proyectos empresariales, de 
tener descendientes o personas depen-
dientes susceptibles de ser reclutadas 
de manera forzada, entre otras. 

Las violencias que el crimen organi-
zado ejerce contra ellas se realizan en 
numerosas ocasiones en colusión con 
estructuras del Estado —o el funciona-
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riado dependiente de instituciones pú-
blicas— debido a que su labor de defensa 
de derechos humanos afecta a los intere-
ses económicos y estratégicos de estos 
agentes. Las formas de persecución hacia 
las personas defensoras y sus colectivos 
por parte del crimen organizado toman ex-
presiones específicas en función de quién 
sea el objetivo. Las agresiones van dirigi-
das no solo a la víctima directa sino a todo 
el colectivo, con el objeto de desarticular y 
entorpecer de ese modo su labor. Así, los 
impactos de estas violencias debilitan los 
tejidos asociativos, con el riesgo de llegar 
a desmantelar organizaciones debido, por 
ejemplo, al asesinato o al desplazamiento 
forzado de sus integrantes. 

Cuando existe colusión entre grupos del 
crimen organizado y estructuras del Es-
tado, las agresiones directas van con 
frecuencia acompañadas de criminaliza-
ciones y judicializaciones de las personas 
defensoras de derechos humanos. Su 
labor es deslegitimada públicamente por 
agentes políticos y sociales. Están perma-
nentemente bajo vigilancia y se ejecutan 
campañas difamatorias en su contra, con 
el objeto de que pierdan reconocimiento y 
apoyo en el entorno. Estas agresiones se 
ejecutan con mayor frecuencia cuando su 
labor incluye la denuncia de las violaciones 
de derechos humanos en las que están in-
volucradas instancias gubernamentales o 
fuerzas de seguridad del Estado. 

Se observa una misma tendencia en los 
últimos años en los tres países: la crimina-
lización y la judicialización de las personas 
defensoras y de sus colectivos. Las estra-
tegias de deslegitimación van acompaña-
das de montajes judiciales para acusarlas 
de los crímenes que denuncian, como 
organizarse para delinquir, corrupción o 
participación en agresiones. En los últi-
mos años, por ejemplo, se refiere cómo en 
Honduras se está acusando a las personas 
defensoras de opositoras al régimen y se 
les está judicializando. Además de los im-
pactos emocionales y económicos de es-
tos montajes judiciales, sus posibilidades 
de subsistencia se ven profundamente 
afectadas, al impedir que ejerzan un tra-
bajo remunerado en cualquier sector pú-
blico o privado.

Las periodistas, defensoras y defensores 
cuya labor está vinculada con procesos de 
documentación de las violencias del cri-
men organizado y del Estado, su denuncia 
y la lucha contra la impunidad y la corrup-
ción corren especial riesgo. Se les intimi-
da u obstruye su trabajo cuando buscan 
justicia y corren un riesgo particularmen-
te elevado sobre todo si han denunciado 
algún abuso cometido por las fuerzas ar-
madas o las fuerzas del orden[54: párr. 17].

También enfrentan un particular riesgo 
quienes se resisten a las violencias del 
sistema capitalista, como las defensoras 

de la tierra y el territorio, y del sistema 
heteropatriarcal, como son los colectivos 
de mujeres, feministas y de diversidades 
sexuales y de género. Las personas de-
fensoras de la tierra y los territorios fren-
te a proyectos empresariales viven altos 
grados de violencia por parte del crimen 
organizado, especialmente agresiones 
sexuales, desplazamiento forzado y ase-
sinatos. Es habitual que estas agresiones 
las ejecute el sicariato vinculado a las em-
presas con intereses en esos territorios, 
en connivencia con fuerzas de seguridad 
del Estado[106]. Y la labor de defensa se 
torna especialmente peligrosa en aquellos 
territorios en que, además de existir estos 
intereses económicos, se encuentran en 
las rutas del narcotráfico. 

Las personas defensoras y sus organiza-
ciones también son víctimas de extorsión 
por parte del crimen organizado, que les 
exige el pago de cuotas para no ser agredi-
das ni ellas ni las personas con las que tra-
bajan. Se refiere también el aumento alar-
mante de los desplazamientos forzados 
(internos y transnacionales) de personas 
defensoras, bien debido a los ataques que 
enfrentan, bien dirigidos a salvaguardar la 
vida de sus familiares y personas cerca-
nas. Esta realidad afecta especialmente a 
mujeres defensoras, al ser con frecuencia 
quienes asumen la responsabilidad de la 
subsistencia económica y emocional de 
sus familias y de sus entornos. 
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Cuando su labor está vinculada al acompa-
ñamiento de personas migrantes, refugia-
das y solicitantes de asilo, se les conside-
ran obstáculos al ejercicio de la actividad 
criminal debido a que impiden agresiones 
contra las personas con las que trabajan 
y a que sus locales son espacios seguros 
que dificultan a estos grupos criminales 
cometer actos delictivos (p. ej. albergues 
y casas de migrantes, o casas de mujeres). 
Las personas defensoras de los derechos 
de las personas migrantes y refugiadas 
reportan un conjunto de abusos perpe-
trados contra ellas y sus organizaciones, 
que incluyen vigilancia, estigmatización, 
detenciones, deportaciones o agresiones 
físicas, entre otras[64: 16]. En general, las 
agresiones contra las personas con las 
que trabajan afectan profundamente a las 
personas defensoras. Las extorsiones, las 
violaciones, los asesinatos y las desapari-
ciones tienen un alto impacto emocional y 
dificultan la labor de defensa de los dere-
chos humanos.

3.4 // DESPROTECCIÓN POR PARTE 
DE LOS PAÍSES FRENTE A ESTAS 
VIOLENCIAS 

Frente a este fenómeno y a estas violen-
cias, los mecanismos nacionales y re-
gionales de protección no están siendo 
efectivos. La respuesta institucional en 
Honduras y El Salvador se caracteriza, a 
grandes rasgos, por dos elementos: 

1. Altos niveles de impunidad relacionada 
con la alianza entre los poderes políticos 
y económicos y el crimen organizado, 
así como la corrupción de funcionarios 
gubernamentales y miembros de las 
fuerzas de seguridad, que han llegado a 
desempeñar un papel en la violencia del 
crimen organizado, ya sea mediante la 
omisión o con una participación direc-
ta[68: 14]. También cabe mencionar aquí 
la persistente impunidad frente a las vio-
lencias machistas. 

2. El enfoque securitario militarizado, 
una estrategia que ha conducido a la 
perpetración de actos violentos, ejecu-
ciones extrajudiciales y otras vulnera-
ciones de derechos humanos por parte 
de las fuerzas policiales y militares, ge-
nerando también desplazamientos de 
poblaciones estigmatizadas por la po-
breza[107: 65, 73, 85].  

En el caso de México, la militarización 
de la seguridad (policías militares), el 
creciente papel de las Fuerzas Armadas 
en la supuesta lucha contra el crimen or-
ganizado y en la gestión de flujos migra-
torios, aunado con la ausencia de meca-
nismos efectivos de control y rendición 
de cuentas, ha dado lugar a violaciones 
de derechos humanos en México, las 
cuales están consistentemente docu-
mentadas[70]. La ONU se pronunciaba 
así en 2016: 
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Teniendo en cuenta la trágica historia 
en las últimas décadas del continente 
americano, donde la participación de 
las fuerzas armadas en actividades de 
seguridad interior ha estado asociada 
a la práctica sistemática y generalizada 
de ejecuciones extrajudiciales, desapa-
riciones forzadas y tortura, la mayoría de 
las cuales se han mantenido en la impu-
nidad [6]

Las estrategias de militarización de la 
seguridad vinculadas a argumentos de 
seguridad pública no solo están aumen-
tando las violaciones de derechos hu-
manos, sino que no están siendo efecti-
vas contra el crimen organizado, debido 
al vínculo entre este actor —especial-
mente el narcotráfico y el sicariato de 
empresas— y los Estados. Sin embargo, 
sí generan mayor violencia en los territo-
rios y, como consecuencia, un aumento 
de los desplazamientos forzados. Ante 
los abusos y la impunidad generalizada, 
muchas víctimas optan por huir en lu-
gar de acudir a las fuerzas de seguridad 
y al sistema de justicia, conscientes de 
que sus Estados no pueden o no quieren 
ofrecer protección. 

Según Amnistía Internacional, la mayo-
ría de las mujeres trans y hombres gais 
perciben que acudir a la Policía o la Fis-
calía implica o ha implicado un riesgo 
adicional directo para su seguridad, su 



vida o su integridad; y en raras ocasio-
nes lo perciben como sinónimo de pro-
tección para poner fin a la violencia que 
enfrentan[20: 12]. De hecho, durante la 
investigación se ha dilucidado cómo, 
tanto en Honduras como en El Salvador, 
la policía cuestiona la credibilidad de las 
víctimas y ejerce un trato indigno cuan-
do las denunciantes son mujeres o per-
sonas LGTBI. En Honduras, el sistema de 
protección de testigos está colapsado y 
es percibido como una fuente de riesgo 
dado que se producen filtraciones de in-
formación sobre las denuncias por parte 
de integrantes de la policía a grupos de-
lincuenciales. En el caso hondureño, la 
desconfianza en la protección del Esta-
do y en el sistema de justicia está tam-
bién reforzada por la eliminación de la 
separación de poderes en ese país y por 
la salida de organismos intencionales de 
observación y fiscalización del cumpli-
miento de los derechos humanos, como 
es el caso de la salida de Honduras a ini-
cios de 2019 de la MACCIH-OEA. 

Si bien desde el ámbito oficial se desta-
can avances en los sistemas de protec-
ción de los derechos humanos en los paí-
ses y de las víctimas de sus violaciones, 
así como en la aprobación de leyes que 
obliguen a su cumplimiento, se refiere 
una falta de aplicación y efectividad de 
las mismas debido a la corrupción y a la 
infiltración del crimen organizado en las 

estructuras estatales. Pero también a 
la dificultad de implementarlos dada la 
inexistencia de protocolos, como ocurre 
en El Salvador con la Ley Especial para la 
Prevención y Protección Integral de Per-
sonas en Condición de Desplazamiento 
Forzado Interno32. También son víctimas 
de persecución aquellas instituciones y 
personas que conforman el funcionaria-
do —incluyendo integrantes de la judica-
tura, la fiscalía y la abogacía— que inves-
tigan casos de delincuencia organizada 
y corrupción. Esta disonancia es fuente 
de gran preocupación para la sociedad 
civil organizada debido a que la imagen 
que se proyecta a escala internacional 
—errónea—, es de cumplimiento de indi-
cadores sobre el respeto a los derechos 
humanos. 

En lo que respecta a la capacidad de pro-
tección del Estado salvadoreño, el AC-
NUR señala que a pesar de la existencia 
de este marco legal [relativo a combatir 
la delincuencia organizada], las debilida-
des y la corrupción existente en las fuer-
zas de seguridad y el poder judicial sal-
vadoreños contribuyen a generar un alto 
nivel de impunidad de los delitos. Ade-
más, señala también que las pandillas 
tienen sus propios infiltrados en la poli-
cía y las fuerzas militares, incluyendo al-
gunas unidades de élite y del Estado Ma-
yor General que les advierten sobre las 
operaciones que se van a realizar contra 
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ellas. Por si fuera poco, tienen acceso a 
inteligencia, armas y uniformes[10: 24-

27]. Resalta que la intimidación y la vio-
lencia contra las personas denunciantes 
siguen generando un clima de impunidad 
ante la investigación y el procesamiento 
penal[110]. Así, las víctimas son particu-
larmente reacias a reportar los delitos 
cometidos por las pandillas por temor a 
represalias. Con frecuencia las pandillas 
asesinan a quienes presentan denuncias 
ante las autoridades[93]. 

Asimismo, el sistema judicial es particu-
larmente ineficiente y sujeto a prácticas 
corruptas, lo que a su vez contribuye a la 
existencia de los altos niveles de impuni-
dad de los delitos en El Salvador, donde 
el índice de condena penal es inferior al 
5 %[110]. Por lo que se ha podido conocer, 
solo en 2012 estaban en curso investiga-
ciones por denuncias contra 487 de los 
600 jueces de El Salvador[2]. El sistema 
penal salvadoreño tiene un historial de 
graves deficiencias cuando se trata de 
procesar a narcotraficantes de alto ni-
vel[30]. Incluso se ha llegado a arrestar 
a los jueces especializados antimafia 
por recibir sobornos de los grupos de-
lictivos organizados[61]. Los testigos, 
especialmente los testigos protegidos, 
son rastreados y asesinados por las 
pandillas y otros grupos delictivos or-
ganizados, inclusive después de que los 
jueces permitieran u ordenaran que sus 
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32 La responsabilidad de la atención a los 
casos se depositó en las Oficinas Locales 
de Atención a Víctimas, que pertenecen a la 
Dirección de Atención a Víctimas del Ministerio 
de Justicia y Seguridad. Sin embargo, la laboral 
de estas oficinas ha sido muy pobre y muchos 
de los casos vuelven a ser derivados a las 
organizaciones de la sociedad civil. 

33   Entre el 2008 y 2014, el 54 % de las denuncias 
de violencia de género prescribieron debido al 
retraso procesal. [91: 46]

identidades fueran reveladas durante el 
juicio[81] [4]. 

En el caso de Honduras, el ACNUR des-
taca la criminalización de la juventud 
por parte de cuerpos de seguridad del 
Estado[12: 42-48]. Recoge cómo algunas 
de las principales causas de los altos ni-
veles de impunidad en el país se deben a 
la infiltración del crimen organizado en 
las estructuras del Estado. Señala que 
su sistema judicial es particularmente 
ineficiente y sujeto a intimidación, co-
rrupción e interferencia política[71]. Las 
estructuras de narcotráfico en Hondu-
ras tienen una significativa influencia 
en las fuerzas de seguridad y el sistema 
judicial, y, por otro lado, los candidatos 
políticos que cuentan con el apoyo o es-
tán vinculados a estas estructuras han 
entrado al Congreso Nacional y ocupado 
puestos de alcalde y otros importantes 
puestos dentro del Poder Ejecutivo [96].   

[3]. Se refiere que la policía hondureña es 
una de las más corruptas y desconfiables 
de América Latina[72] y se le ha acusado, 
con la inclusión de la Policía Militar del 
Orden Público y de las fuerzas armadas, 
de estar involucradas en actividades de-
lictivas graves y violaciones de derechos 
humanos[5] [1]. La impunidad en Hondu-
ras de la violencia contra las mujeres es 
también un problema muy importante. El 
estigma, el miedo a la retaliación y a más 
violencia, además de la falta de confian-

za en el sistema de justicia, disuaden a 
muchas mujeres de denunciar la violen-
cia machista33 [53: párr.5-10].

Destaca también que la impunidad es 
un problema especialmente grave en 
el marco de la violencia y otros delitos 
cometidos contra otros múltiples sec-
tores de la sociedad, como las perso-
nas defensoras de los derechos huma-
nos; profesionales del ámbito jurídico 
y judicial; las poblaciones indígenas y 
afrodescendientes; niños, niñas y ado-
lescentes; personas de diversas orien-
taciones sexuales y/o identidades de 
género; periodistas y otros trabajadores 
de los medios de comunicación, y las co-
munidades campesinas, en particular 
en la región del Bajo Aguán [19] [44: 28-

96] [5: 7-8] [111]. Por otra parte, se infor-
ma que las autoridades utilizan con fre-
cuencia disposiciones penales como la 
«incitación a la violencia», como medio 
de intimidación y hostigamiento contra 
miembros de estos mismos sectores de 
la sociedad[44: 28-96].

3.5 // EL DESPLAZAMIENTO FORZADO 
COMO ESTRATEGIA PARA SOBREVIVIR 
AL CRIMEN ORGANIZADO

Este contexto de violaciones de de-
rechos humanos y falta de protección 
está provocando lo que Naciones Unidas 
califica como una crisis humanitaria de 



desplazamiento forzado, tanto interno 
como hacia otros países[28: 77-97].

Frente a estas violencias y a la falta de 
protección por parte de los Estados, 
las personas se ven forzadas a huir de 
El Salvador y de Honduras. En 2019, el 
ACNUR tenía registradas 282 834 per-
sonas de su interés34 procedentes de 
El Salvador y 468 787 procedentes de 
Honduras[16: 79]. De ellas, 71 500 eran 
desplazadas internas en El Salvador y 
247 090 desplazadas internas en Hon-
duras[16: 79]. Según Casa Alianza, apro-
ximadamente 25 000 niños y niñas salen 
de Honduras y emprenden su camino a 
Estados Unidos cada año[97]. 

La violencia y la criminalidad son dos de 
los factores más importantes de expul-
sión de población de estos países. En 
2018, la Comisión Mexicana de Ayuda a 
Refugiados (COMAR) reportaba que los 
principales motivos en las solicitudes 
de refugio en México eran: la violación 
masiva de DDHH, el conflicto interno, la 
violencia generalizada, pertenencia al 
grupo social LGTTTBI, por opinión po-
lítica o ser un grupo opositor, la violen-
cia intrafamiliar, la delincuencia común, 
por motivos ambientales, por motivos 
personales, la discriminación no espe-
cificada[47]. En el caso de las mujeres y 
de las personas LGTBI, las violencias he-
teropatriarcales ejercidas por personas 

de sus entornos cercanos se suman a 
las vinculadas con la criminalidad. Entre 
2017 y 2018, El Salvador se convirtió en 
el sexto país de origen de nuevos solici-
tantes de asilo en el mundo y Honduras, 
el octavo[16 :45]. Este dato aumenta su 
dimensión a la luz de la baja población de 
estos países y del aumento, año tras año, 
del número de personas desplazadas 
forzosamente, que pasó de 43,3 millo-
nes en 2009 a 79,5 millones en 2019[16: 2]. 

La población salvadoreña y hondureña 
desplazada busca protección interna-
cional sobre todo en los países cen-
troamericanos vecinos, así como EE. 
UU. y México. La ruta hacia el norte del 
continente concentra grandes intereses 
económicos, incluidos los del narcotrá-
fico y el tráfico de personas. Quienes la 
siguen estando en situación irregular, se 
enfrentan a todo tipo de violaciones de 
derechos humanos por parte de los gru-
pos del crimen organizado que también 
operan en México. La violencia contra 
las personas migrantes, refugiadas y 
solicitantes de asilo en territorio mexi-
cano aumentó alarmantemente a partir 
de 2007 debido a dos fenómenos: i) a la 
lucha territorial entre organizaciones 
criminales, y entre estas y los cuerpos 
de seguridad del Estado, y ii) a la incur-
sión de estas organizaciones criminales 
en el proceso migratorio, a través de de-
litos como el secuestro masivo y la trata 

044    HUIR PARA VIVIR

de personas[89: 21]. Ante la extorsión, el 
secuestro, la violencia sexual, la trata, 
la tortura, el asesinato o la desaparición 
predominan altos niveles de impuni-
dad[35]. 

El desplazamiento forzado tiene tal en-
vergadura en la región mesoamericana 
que, en diciembre de 2019, la CIDH, pre-
ocupada por las graves violaciones de 
derechos humanos contra las personas 
en movimiento, aprobó los Principios 
Interamericanos sobre los derechos hu-
manos de todas las personas migrantes, 
refugiadas, apátridas y las víctimas de 
trata de personas35. En el primer Foro 
Mundial sobre los Refugiados, celebrado 
en diciembre 2019, se pactó la creación 
de una Plataforma de Apoyo como res-
puesta regional a este fenómeno produ-
cido en Centroamérica y México[33: 112]. 

Los países de América Latina y el Caribe 
adoptaron en 2014 la Declaración de Bra-
sil, que reconoció por primera vez que el 
«crimen organizado transnacional es un 
agente de desplazamiento forzado en 
la región del Triángulo Norte de Centro-
américa»[58]. En ese marco se aprobó 
el Plan de Acción de Brasil y, en 2016, la 
Declaración de Acción de San José con 
el objetivo de abordar las causas del des-
plazamiento y reforzar la protección[11]. 
Tras la Declaración de Nueva York para 
los Refugiados y Migrantes de 2016, que 
estableció el Marco de Respuesta Inte-
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34   Término con el que el ACNUR designa 
al conjunto de personas cuyas necesidades 
de protección y asistencia son de su interés. 
ACNUR habla de personas bajo su amparo 
refiriéndose a personas refugiadas según la 
Convención de Ginebra de 1951, aquellas que 
se han visto obligadas a abandonar su país a 
raíz de un conflicto o de acontecimientos que 
han perturbado gravemente el orden público, 
personas repatriadas, apátridas y, en algunas 
situaciones concretas, aquellas que han sufrido 
un desplazamiento interno (CEAR-Euskadi, 
Diccionario de asilo, Bilbao, 2014).  

35 Resolución 04/19 aprobada por la Comisión el 
7 de diciembre de 2019. 
         

gral para los Refugiados, en 2017 seis 
países de la región (Belice, Costa Rica, 
Guatemala, Honduras, México y Panamá) 
acordaron implementar el Marco Integral 
Regional para la Protección y Soluciones 
(MIRPS), que promueve la solidaridad y la 
asunción de responsabilidades compar-
tidas; en 2019 se les unió El Salvador. 

En enero de 2020, se aprobó en El Salva-
dor la Ley Especial para la Prevención y 
Protección Integral de Personas en Con-
dición de Desplazamiento Forzado Inter-
no. En Honduras, donde se estima que 
247 000 personas se vieron obligadas a 
desplazarse dentro de su país por causa 
de la violencia, el Congreso Nacional está 
considerando adoptar una legislación 
similar a la ley aprobada en El Salvador. 
México también reconoce el grave impac-
to del desplazamiento interno y ha expre-
sado su compromiso de aprobar medidas 
legislativas en la materia a nivel federal[9]. 

Si bien estos avances legislativos son 
demandados y valorados tanto por la 
sociedad civil de estos países como por 
organismos internacionales, no son sufi-
cientes como respuesta a esta realidad. 
El desplazamiento interno no garantiza 
superar la situación de riesgo, ya que los 
grupos criminales se extienden por todo 
el territorio, usurpando el control territo-
rial a estados ausentes[75] o vinculados 
con el crimen organizado. 

La Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos señaló ya en 2013 que:

El involucramiento de organizaciones 
criminales en el negocio de la migra-
ción irregular se explica por los altos 
beneficios que genera esta en compa-
ración con el bajo nivel de riesgo que 
implica para estas organizaciones la 
comisión de delitos en contra de los 
migrantes. En la actualidad, la migra-
ción transnacional irregular represen-
ta una de las principales fuentes de 
ingresos para el crimen organizado 
en México y en la región. A su vez, fac-
tores como el amplio alcance trans-
nacional de estas organizaciones, la 
convergencia entre las rutas migra-
torias y las rutas del tráfico de drogas 
y de armas, así como la colusión de 
diversas autoridades estatales, han 
facilitado la incursión de las organiza-
ciones criminales en un negocio que 
anualmente les reporta millones de 
pesos y de dólares: la explotación de 
la migración irregular[43: párr.101] . 

Frente a estas violencias, una estrategia 
de la población desplazada centroame-
ricana en los últimos años ha sido la de 
hacer el camino de forma colectiva, en 
caravanas, para protegerse del crimen 
organizado y de las autoridades mexica-
nas, en ocasiones en colusión con orga-
nizaciones criminales[43: párr.85]. 



Esta alternativa tomó mayor visibilidad 
en 2018. Entre octubre y noviembre de 
ese año se documentaron seis grupos 
que sumaron aproximadamente 15 000 
personas[119: 128]. En enero de 2020, una 
nueva caravana formada por unas 2000 
personas salió de la ciudad hondureña 
de San Pedro Sula. Así, estas caravanas 
no solo brindan protección durante el 
tránsito, sino que han supuesto un hito 
en la visibilización internacional de las 
migraciones forzadas y de la urgencia 
de la adopción de vías seguras, si bien se 
identifica la necesidad de que exista un 
mayor conocimiento sobre las causas de 
estos desplazamientos. 

Como estrategia de protección frente a 
las violencias específicas y generalizadas 
que enfrentan las mujeres y las personas 
LGTBI, resalta la construcción de redes 
de solidaridad y alianzas generadas por 
colectivos feministas y de diversidades. 
Estas redes realizan labores de incidencia 
política para documentar y denunciar las 
violencias en origen y en tránsito y exigir 
responsabilidades, e involucran a perso-
nas en la acogida las personas migrantes y 
refugiadas. Destaca también la labor que 
están desarrollando madres de personas 
migrantes desaparecidas para documen-
tar, visibilizar y exigir responsabilidades 
a las autoridades mexicanas, articuladas 
en la Caravana de Madres Centroamerica-
nas de Migrantes Desaparecidos.

Ante las políticas migratorias restricti-
vas y la criminalización de las personas 
que la conformaban por parte de las 
autoridades mexicanas, la CIDH reiteró 
públicamente su preocupación e instó 
a México a cumplir con su obligación de 
proteger y garantizar los derechos de las 
personas migrantes y refugiadas que se 
desplazan por la región[42]. 

Una alternativa que parece más segura 
es el desplazamiento hacia el continente 
europeo. Las solicitudes de protección 
internacional de personas procedentes 
de Honduras y de El Salvador en el Es-
tado español se multiplican cada año: 
pasaron de 115 en 2014 a 4685 en 2018. 
En 2019, se registraron 11 676 solicitudes 
de protección, de las que 6792 eran per-
sonas procedentes de Honduras y 4784 
de El Salvador[33: 68]. Honduras pasó 
a ser el tercer país de origen de quie-
nes buscaron protección en el Estado 
español durante ese año. El Salvador 
ocupó la quinta posición. Este significa-
tivo aumento de las solicitudes se debe, 
en gran medida, a la agudización de las 
violencias ejercidas por el crimen orga-
nizado. 
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A la luz del análisis desarrollado en las 
secciones anteriores, en este apartado 
se presentan las principales demandas 
realizadas por las organizaciones y co-
lectivos participantes en esta investi-
gación. Están dirigidas a una diversidad 
de actores políticos, sociales y económi-
cos. La finalidad de estas demandas es 
contribuir a mejorar la respuesta institu-
cional y social a la problemática plantea-
da a lo largo de este informe. 

En ese sentido, se plantean 2 bloques te-
máticos de demandas: 

• Las relativas al reconocimiento del 
vínculo existente entre las violencias 
del crimen organizado en El Salvador y 
Honduras y el fenómeno del desplaza-
miento forzado, con especial atención al 
de mujeres y personas LGTBI. Las dife-
rentes entrevistas, el grupo focal y la re-
visión documental plasman claramente 
cómo, mediante las dinámicas impues-
tas por todo el entramado relacionado 
entre el crimen organizado, los agentes 
estatales corruptos y los grupos de fun-
damentalismos religiosos, se perpetúa y 
refuerza el sistema de dominación múl-
tiple contra los colectivos históricamen-
te discriminados. 

• Las relativas a la protección nacional e 
internacional frente al desplazamiento 
forzado generado por el crimen orga-

nizado en El Salvador y Honduras. A 
pesar de la innegable dimensión y ca-
racterísticas de las vulneraciones de 
los derechos humanos de mujeres y 
personas LGBTI, quienes huyen de la 
persecución por el crimen organizado 
enfrentan un conjunto de obstáculos 
para acceder a la protección interna-
cional. Además, desde un enfoque de 
protección integral y feminista, se po-
nen en valor aquellas medidas enfoca-
das a fortalecer el tejido social. 

4.1 // DEMANDAS RELATIVAS AL 
RECONOCIMIENTO

El desplazamiento forzado por el cri-
men organizado es un problema de 
grandes dimensiones y con impactos 
desproporcionados en sectores espe-
cíficos de población como las mujeres, 
las personas LGBTI y las personas de-
fensoras de derechos humanos. Histó-
ricamente, organizaciones de DD. HH. 
y colectivos sociales han visibilizado 
las causas y las consecuencias de este 
fenómeno y han exigido responsabili-
dades sociales, políticas y jurídicas a 
los actores involucrados. No obstante, 
es necesario dar pasos sólidos hacia 
una respuesta integral y adecuada, que 
priorice en la agenda pública el recono-
cimiento de la problemática y, con ello, 
la adopción de medidas estructurales 
para la promoción y protección de los 

DD. HH., incluida la protección interna-
cional y el derecho de asilo.  

4.1.1. RECONOCIMIENTO  
DEL DESPLAZAMIENTO FORZADO  
GENERADO POR LAS DISTINTAS  
MANIFESTACIONES DE VIOLENCIA  
DEL CRIMEN ORGANIZADO

Las nuevas formas de conflictividad 
en Mesoamérica reflejan una realidad 
violenta que genera desplazamiento 
interno y transnacional, la mayoría pro-
vocado por el crimen organizado y sus 
diferentes formas de violencia, que res-
ponden a su vez a dinámicas regionales 
de actividades criminales. Se trata de 
una región convulsa donde el crimen or-
ganizado tiene cada vez más presencia 
y poder, y en El Salvador y Honduras los 
actores del crimen organizado son los 
principales expulsores de la población 
de sus territorios así como virulentos 
agresores contra quienes consideran 
contrarios a sus intereses. A estas di-
námicas se suma el contexto de violen-
cia estructural y de denegación de de-
rechos a las mujeres y personas LGBTI, 
así como el impacto acumulado de los 
procesos migratorios en las familias: 
niñas y niños que salen de sus lugares 
de origen principalmente por la violen-
cia del crimen organizado y por la ne-
cesidad de reunirse con sus familiares 
(reunificación familiar) [84]. 
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Las causas y la magnitud de estos des-
plazamientos forzados no solo no son 
reconocidos por las autoridades e insti-
tuciones salvadoreñas y hondureñas sino 
que, como se evidenció en el apartado 
anterior, la actuación del crimen orga-
nizado se entrelaza con la estatal. En el 
caso de Honduras, el Estado llega incluso 
a criminalizar a quienes evidencian esta 
problemática. El desplazamiento interno 
es una primera opción elegida por mu-
chas de las personas que se ven forza-
das a huir y en muchos casos precede a 
la salida del país. Se trata de una realidad 
con escaso reconocimiento institucional 
en El Salvador y nulo en Honduras. La so-
ciedad civil salvadoreña lleva años rea-
lizando una intensa labor de incidencia 
con el objetivo de que esta realidad sea 
reconocida, fruto de ello es Ley Especial 
para la Atención y Protección Integral de 
Personas en Condición de Desplazamien-
to Forzado Interno, aunque hasta la fecha 
ha tenido poco recorrido debido a la au-
sencia de reglamento o protocolo para su 
efectiva implementación.  

México no solo es un país de tránsito 
para las personas salvadoreñas y hon-
dureñas, sino también cada vez más de 
destino a causa de las políticas estadou-
nidenses de militarización y externaliza-
ción de fronteras. Además, también es 
un país que expulsa y obliga a su ciuda-
danía a desplazarse debido a la violencia 

del narco, similar al patrón de violencia 
que desplaza a personas en Honduras 
y El Salvador. En torno a la mitad de las 
personas que se encuentran en la fron-
tera norte de este país son mexicanas. 
En 2019, la Comisión Mexicana de De-
fensa y Promoción de Derechos Huma-
nos (CMDPDH) registró un total de 8664 
personas desplazadas, la mayoría de 
ellas por actos de violencia ejercidos 
por grupos armados no estatales, prin-
cipalmente grupos del crimen organiza-
do[92: 20-22]. 

Ante esta compleja realidad, es necesa-
rio que se reconozca el impacto de estas 
formas de violencia en la vida de las mu-
jeres y personas LGBTI y —en particular 
cuando son defensoras— el desplaza-
miento forzado que genera el crimen 
organizado. En concreto, se exige a dis-
tintos agentes las siguientes demandas: 

ESTADOS

Los Estados desempeñan un rol esen-
cial en el respeto, la protección y la ga-
rantía de los derechos humanos, por lo 
que deben reconocer el fenómeno del 
desplazamiento forzado causado por 
la violencia del crimen organizado, así 
como los impactos individuales y co-
lectivos de cara a la reparación del daño 
causado, desde un análisis de género e 
interseccional. 

El Estado de El Salvador debe:

•Desarrollar los mecanismos idóneos para 
la atención de las personas que huyen del 
crimen organizado, incluida la adopción de 
medidas para la implementación efectiva 
de la Ley Especial para la Atención y Pro-
tección Integral de Personas en Condición 
de Desplazamiento Forzado Interno. 

• Fomentar soluciones duraderas, como la 
reubicación de las familias que se hallan 
dentro del país como desplazadas inter-
nas. 

•Prevenir el juvenicidio, mediante políticas 
públicas encaminadas a la atención de la 
juventud en situación de vulnerabilidad, 
como por ejemplo, la adopción de medidas 
para fortalecer el sistema educativo. 

El Estado de Honduras debe:

• Reconocer el desplazamiento forzado a 
causa del crimen organizado. 

• Aprobar la Ley para la Prevención, Aten-
ción y Protección de las Personas Despla-
zadas Forzadamente y su reglamento para 
garantizar su efectiva implementación36. 

• Recoger y generar información esta-
dística precisa y actualizada sobre el 
desplazamiento forzado por el crimen 
organizado. 
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• Brindar atención de calidad a las perso-
nas retornadas y sus familiares; en parti-
cular, promover sus derechos sociales y 
económicos. 

• Prevenir el juvenicidio, mediante políti-
cas públicas encaminadas a la atención de 
las y los jóvenes en situación de vulnera-
bilidad, como por ejemplo, la adopción de 
medidas para fortalecer el sistema edu-
cativo. 

• Respetar los derechos de libertad de ex-
presión, asociación y reunión pacífica, con 
especial énfasis en la no criminalización y 
judicialización de las protestas sobre la 
defensa de los derechos económicos, so-
ciales, culturales y ambientales (DESCA). 

• No criminalizar (p. ej. difamación, acu-
saciones infundadas, judicialización, en-
tre otras) a las personas que visibilizan 
los desplazamientos forzados internos y 
transnacionales, ni a quienes denuncian 
los vínculos y complicidades entre las 
autoridades y el crimen organizado. En 
particular, no criminalizar ni reprimir las 
Caravanas de Personas Migrantes y Refu-
giadas. 

El Estado de México debe:

• Reconocer y proteger los derechos hu-
manos de las personas que atraviesan 
territorio mexicano provenientes de Hon-

duras y El Salvador, ya sea que estén en 
tránsito o en búsqueda de protección, y 
con atención diferencial a mujeres y per-
sonas LGBTI. 

• Aprobar en el senado de la República la 
Ley General para Prevenir, Atender y Re-
parar Integralmente el Desplazamiento 
Forzado Interno37. 

•Implementar políticas encaminadas a la 
integración local de las personas despla-
zadas por crimen organizado, así como 
de otras personas migrantes, refugiadas 
y solicitantes de asilo con identidades cul-
turales diversas (países del norte de África 
y del Caribe). 

• Adoptar medidas para prevenir la xeno-
fobia y el racismo como, por ejemplo, el 
desarrollo de una estrategia de comunica-
ción y sensibilización para que las mexica-
nas y mexicanos reconozcan que México 
se está convirtiendo en un país de destino, 
no solo de tránsito, para las personas de El 
Salvador y Honduras que huyen del crimen 
organizado.  

UNIVERSIDADES

• Incluir en los diferentes planes de estu-
dios, carreras universitarias y líneas de 
investigación el análisis de la violencia del 
crimen organizado, el desplazamiento 
forzado y el derecho de asilo. 

36  El proyecto de ley fue presentado en 2019 y, al 
cierre de este informe, aún no se había aprobado 
en el Congreso Nacional de Honduras. 

37 A la fecha de este informe, no ha sido 
aprobada ni publicada dicha ley.
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• Proporcionar asistencia técnica a las 
organizaciones de la sociedad civil para 
su fortalecimiento en los temas relacio-
nados con las diferentes violencias vin-
culadas al crimen organizado. 

INSTITUCIONES DE COOPERACIÓN  
INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO

• Apoyar y facilitar la asistencia técnica 
para el diseño de políticas públicas en la 
materia tratada en este informe. 

4.1.2. RECONOCIMIENTO DE LOS 
VÍNCULOS DEL CRIMEN ORGANIZADO 
CON EL SISTEMA CAPITALISTA

El crimen organizado forma parte del 
sistema capitalista y actúa según su 
lógica, llevándola al extremo de su ac-
tuar violento utilizando la violencia para 
defender sus intereses económicos. 
Principalmente, grupos del crimen orga-
nizado como los cárteles de drogas y las 
grandes pandillas (MS13 y Barrio 18) ma-
nejan enormes cantidades de dinero que 
recaudan a través de mercados legales 
e ilegales[85]. Existen diferencias según 
el territorio respecto a las alianzas entre 
empresas, crimen organizado y Estado: 
desde el control total por parte del cri-
men organizado de algunos de ellos has-
ta la alianza estrecha y estratégica entre 
estos tres actores, en algunos casos lle-
gando al extremo de la fusión entre ellos. 

En esa línea, se identifican las modalida-
des de actuación siguientes:

 1. El Estado identifica los territorios de in-
terés y los actores locales que perjudican a 
estos intereses, los despoja y los militariza 
a través de fuerzas de seguridad pública. 
Las empresas se implantan y controlan el 
territorio a través de poderes públicos y de 
agentes de seguridad privada. 

2. Los grupos del crimen organizado son 
utilizados (contratados) para expulsar a 
las personas y a las comunidades de sus 
territorios. 

3. Se agrede y se asesina a quienes se opo-
nen a la implantación de proyectos econó-
micos en sus territorios. 

4. Se criminaliza y se judicializa a las 
personas defensoras y a sus comunida-
des. Las mujeres han sido y están siendo 
las lideresas clave en estos procesos de 
resistencia. 

5. En estos territorios que están controla-
dos por las fuerzas de seguridad públicas 
y privadas, en connivencia o fusión con el 
crimen organizado, aumenta alarmante-
mente la violencia sexual contra las muje-
res y los feminicidios. 

Las actividades de las empresas transna-
cionales generan un gran impacto social, 

económico y ambiental que afecta el goce 
efectivo de derechos. El actual contexto 
de globalización neoliberal y crisis sisté-
mica a nivel global obliga a analizar la acti-
vidad de las empresas transnacionales en 
el origen de los desplazamientos forzados 
y, con ello, reconocer cómo las dinámicas 
de violencia en los territorios sirven implí-
citamente a los intereses de tales empre-
sas mientras perpetúan, por un lado, las 
formas neoliberales de expansión y explo-
tación y, por otro, la jerarquía del sistema 
heteropatriarcal [99]. 

La forma de persecución más destaca-
da como generadora de desplazamiento 
forzado es el despojo de los territorios 
para la implantación de empresas ex-
tractivistas, energéticas así como el 
control de la ruta del narcotráfico[13]. 

En Honduras, los casos de corrupción en 
las más altas esferas del Gobierno, ade-
más de revelar cómo es la coordinación 
entre grupos del crimen organizado y los 
políticos (también llamados «narcopolí-
ticos») para lavar el dinero proveniente 
del narcotráfico, evidencian a través de 
sus actividades la relación —mutuamen-
te beneficiosa— con los megaproyectos 
o actividades empresariales de gran es-
cala. Desde el golpe de Estado en 2009, 
la apuesta neoliberal ha sido extrema-
damente agresiva, principalmente me-
diante procesos de privatización de los 
bienes comunes. 
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Un caso ilustrativo de esta triada (Es-
tado, empresa y crimen organizado) 
capitalista neoliberal es el proyecto de 
la minera Inversiones Los Pinares en la 
comunidad de Guapinol (Tocoa) y su pro-
pietario —Lenir Pérez— es uno de los em-
presarios más adinerados de Honduras, 
militante activo del partido del actual 
Gobierno y sus actividades empresa-
riales no solo se vinculan con redes de 
corrupción, sino también con el grupo 
de crimen organizado Los Cachiros[106].  

Los conflictos medioambientales co-
locan a Honduras como el país más pe-
ligroso del mundo para la defensa de la 
tierra y el territorio[69]. 

En El Salvador, el origen de las pandillas 
(y maras) está más vinculado al conflicto 
armado de finales del siglo XX, al pro-
ceso de desarme, al proceso de paz, y a 
su relación con el retorno de líderes de 
pandillas al país. Además, en El Salvador, 
los intentos de construcción de la paz 
chocan con los intereses económicos de 
parte del empresariado del ámbito de la 
seguridad privada, que se beneficia del 
contexto de la inseguridad. 

Otras formas de persecución destaca-
das, vinculadas al sistema capitalista, 
son:

• La imposibilidad de subsistencia (re-
crudecimiento de la pobreza) debido a la 

forma de actuar de las maras en los te-
rritorios (p. ej. extorsiones, apropiación 
de bienes) y a la precarización laboral 
extrema.

• Las criminalizaciones y judicializaciones 
cierran las posibilidades de acceder a em-
pleos remunerados de las víctimas de es-
tos procesos. 

• El desmantelamiento del sistema de 
bienestar y de los servicios de protección 
de derechos que debería prestar el Esta-
do, en favor de los beneficios de la élite 
político-económica. 

• La supeditación de las políticas migrato-
rias a los intereses económicos.

De esta manera, el crimen organizado y 
la acumulación de capital por medios ile-
gales es una dinámica estructurante de 
la política y de la economía, y tiene su ca-
rácter funcional en las dinámicas de poder 
coloniales. Por este motivo, se exige que: 

 LOS ESTADOS

Cumplan con sus obligaciones enmarca-
das bajo el DIDH, incluyendo obligacio-
nes extraterritoriales para proteger los 
DD. HH. de las actividades dañinas de las 
empresas transnacionales. 

 El Estado de Honduras:
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• Dé prioridad a la protección de las per-
sonas defensoras de la tierra y el territo-
rio y, con ello, dote al nuevo sistema de 
protección de los recursos necesarios e 
implemente las medidas cautelares de 
protección a las personas defensoras de 
derechos humanos. 

• Cumpla con las obligaciones que se 
desprenden del Convenio 169 de la OIT 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales, en 
particular las referidas al proceso de 
consulta previa. 

 El Estado español y la CAV:

• Asegure el respeto y la protección de 
los derechos humanos frente a cualquier 
impacto que las actividades de las em-
presas españolas y vascas pudieran te-
ner en los mismos. Las empresas deben 
tener control sobre el trazado completo 
de sus actuaciones en territorio extran-
jero para garantizar que ellas y sus sub-
sidiarias actúan conforme al respeto y 
protección de los derechos humanos. 
Este compromiso es de especial rele-
vancia puesto que se ha constatado que 
los intereses económicos en los territo-
rios son una de las principales causas de 
la violencia armada y de los desplaza-
mientos forzados. 

• Mantenga los compromisos adquiridos 
con la protección a defensoras y defen-



sores de derechos humanos en riesgo 
a través de las herramientas de protec-
ción temporal así como de las iniciativas 
de cooperación en origen.

• Garantice la coherencia entre la política 
migratoria y la Agenda 2030, la Agenda del 
Cambio Climático, la Agenda de los Dere-
chos de las Mujeres, la Agenda Urbana Es-
pañola y los Pactos Globales de Migración 
y Refugio, asegurando en su implementa-
ción un enfoque de derechos humanos, de 
género e intercultural. 

• Exija al Parlamento Vasco la creación de 
un Observatorio de empresas y derechos 
humanos como vía para, al menos, fisca-
lizar las actuaciones de las empresas vas-
cas en otros territorios.

LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS Y DE 
INVERSIÓN

Revisen su política de inversión en Hon-
duras y El Salvador y establezcan meca-
nismos para garantizar que cumplen con 
los estándares en materia de derechos 
humanos. 

4.1.3. RECONOCIMIENTO DE LOS 
VÍNCULOS DEL CRIMEN ORGANIZADO 
CON LOS ESTADOS Y SUS INSTITUCIONES

La erosión del Estado de Derecho, traduci-
do en corrupción y redes de colaboración 

entre agentes estatales y grupos del cri-
men organizado, es una dinámica regio-
nal vinculada especialmente al narco-
tráfico, pero no exclusivamente, ya que 
el crimen organizado utiliza la corrup-
ción para llevar a cabo sus actividades y 
protegerse de las consecuencias de las 
mismas. Como consecuencia de las po-
líticas y medidas en su «lucha» contra el 
narcotráfico, los cárteles se asentaron 
en el territorio centroamericano, llegan-
do a su máxima expresión en Honduras, 
donde las recientes imputaciones en EE. 
UU. a altos cargos del Gobierno ponen de 
relieve el alto grado de permeabilidad 
que tiene el crimen organizado en dicho 
país, considerado por algunas fuentes 
como un narcoestado.

Honduras aparece como un caso em-
blemático en este sentido, donde altos 
funcionarios del Estado han sido iden-
tificados con el tráfico de drogas y los 
cuerpos policiales en zonas fronteri-
zas como personal que provee forma-
ción y asistencia al crimen organiza-
do[107: 68].  Otra realidad identificada es 
la contratación de grupos delincuencia-
les para favorecer la elección de can-
didatos políticos. De acuerdo a la MAC-
CIH-OEA, 

«[l]o más pernicioso de la corrupción 
que afecta los derechos humanos, se 
expresa en la relación de funciona-

rios públicos con el crimen organiza-
do, quienes, por omitir sus deberes, 
permiten o alientan la comisión de 
hechos delictivos en agravio de la po-
blación»[79: 54]. 

En el caso de El Salvador, se describe 
otra dinámica vinculada a relaciones 
entre las pandillas con autoridades loca-
les, con especial énfasis en los cuerpos 
policiales, quienes fungen como infor-
mantes.  Además, desde las autoridades 
públicas prevalece un discurso de nega-
ción y desatención hacia las víctimas de 
desplazamiento forzado por la violencia 
en los territorios.

En este contexto, las personas que ope-
ran en los sistemas de justicia en de los 
dos países son una prioridad para el cri-
men organizado, ya que el sistema judi-
cial es un eslabón necesario para actuar 
con impunidad. Cuando el crimen orga-
nizado se infiltra en las instituciones del 
Estado también se produce una erosión 
de las garantías de los derechos huma-
nos; en concreto, se genera una despro-
tección de las personas ya que, por un 
lado, al denunciar ante las autoridades 
situaciones de violencia cometidas por 
este actor, se arriesgan a que su identi-
dad y ubicación queden expuestas y, por 
otro, porque no se les reconoce como 
víctimas, lo que impide que accedan al 
sistema de protección de víctimas. 
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En el tránsito por México se señala la fuerte 
presencia del crimen organizado en todo 
el territorio, especialmente involucrado 
en el tráfico y en la trata de personas, así 
como la presencia de integrantes de las 
pandillas salvadoreñas y hondureñas en 
las zonas fronterizas del sur del país. Las 
autoridades actúan en complicidad con el 
crimen organizado, e intimidan y agreden 
a las personas migrantes, solicitantes de 
asilo y refugiadas, sobre todo en las rutas 
migratorias. 

Las estrategias de militarización justi-
ficadas bajo el argumento de que son 
necesarias para garantizar la seguridad 
ciudadana realmente no impactan en las 
actuaciones del crimen organizado —por 
sus vínculos con las autoridades estata-
les—, pero sí impactan en la vida cotidiana 
de la población, lo que le obliga a huir. En 
El Salvador, la violencia estatal utilizada 
como respuesta militarizada a las pandi-
llas abarca: detenciones arbitrarias, eje-
cuciones extrajudiciales, enfrentamien-
tos armados con población civil bajo fuego 
cruzado y estigmatización de la población 
de barrios populares. El sistema peniten-
ciario no es un lugar de resocialización, 
sino que reproduce las dinámicas de rela-
ción violenta propias de las pandillas y de 
otros grupos del crimen organizado.

Esta realidad revela la incapacidad de 
los Estados, así como la actuación de 

38  Ratificada por ambos países en 2004. 

39 Ratificada por El Salvador en 1999 y por 
Honduras en 1998.
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sus agentes en connivencia con el cri-
men organizado, para generar políticas y 
mecanismos idóneos de protección a las 
personas desplazadas. La corrupción ge-
neralizada permite a los grupos del crimen 
organizado operar sin la interferencia o 
directamente con el apoyo de agentes es-
tatales corruptos. En este contexto, que-
da evidenciada la existencia de un patrón 
generalizado que permea todas las capas 
de la sociedad. En Honduras, por ejemplo, 
se desconoce el nivel de efectividad que 
están teniendo los fondos del programa 
EUROJUSTICIA[38: 16]. También la falta de 
transparencia se observa en la no publi-
cación de los acuerdos de cooperación en 
materia de asilo y migración firmados con 
EE. UU. durante 2019. Por todo lo anterior, 
se exigen las siguientes medidas, adopta-
das por:

LOS ESTADOS

• El Salvador y Honduras deben realizar 
reformas para desmontar las estructuras 
institucionales —en todos los niveles y ám-
bitos— que alientan o permiten la corrup-
ción vinculada con el actuar del crimen 
organizado. En concreto:

• El cumplimiento con las obligaciones le-
gales recogidas en la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción38 y 
en la Convención Interamericana contra 
la Corrupción39.



• La creación o el fortalecimiento de los 
mecanismos para garantizar la transpa-
rencia y rendición de cuentas de los acuer-
dos firmados con terceros Estados sobre 
temas de movilidad humana.

• La toma de medidas que protejan a las 
personas que denuncien los casos de co-
rrupción, en particular a las defensoras de 
derechos humanos.

• La creación y/o renovación de comisio-
nes contra la impunidad independientes e 
imparciales. 

Los organismos multilaterales e institu-
ciones de cooperación internacional para 
el desarrollo

• La condena del nivel de involucramiento 
de las autoridades de ambos países con el 
crimen organizado. 

• La denuncia de la grave situación de los 
derechos humanos en Honduras y El Sal-
vador.

• La aplicación del principio de coherencia 
en la actuación de las instituciones mul-
tilaterales, como las políticas que imple-
menta la Unión Europea, respecto a los 
procesos de promoción de la democracia 
en Centroamérica.

4.1.4. RECONOCIMIENTO DE LOS 

DERECHOS DE LAS MUJERES Y LAS 
PERSONAS LGBTI

Las mujeres y las personas LGBTI, ante 
la violencia y discriminación que enfren-
tan en todos los ámbitos de la vida, están 
siendo obligadas a huir. Los patrones de 
violencia ejercidos en su contra se deri-
van de las relaciones de poder creadas 
por la alianza entre el heteropatriarcado, 
el capitalismo y los fundamentalismos 
religiosos. Las violencias ejercidas por 
el crimen organizado tienen un fuerte 
componente heteropatriarcal, caracte-
rizadas por el control de los cuerpos de 
las mujeres, los crímenes de odio contra 
las personas LGTBI, las relaciones jerár-
quicas coercitivas a través de expresio-
nes de poder punitivas y la sumisión de la 
población bajo su control social violento. 

 Algunas de estas manifestaciones de 
violencia son:

• Los crímenes de odio contra personas 
LGBTI.

• La esclavitud sexual de las mujeres se-
leccionadas como parejas por integran-
tes de las pandillas.  

• El uso del cuerpo de las mujeres como 
espacio de cobro de deudas y de castigo 
a personas con relaciones cercanas a 
esas mujeres. 

• La esclavitud doméstica. 

• La tortura de los cuerpos de las 
personas LGTBI y de las mujeres y su 
asesinato con saña como canal de co-
municación para transmitir mensajes 
ejemplarizantes al resto de la población 
y a otros grupos criminales cuando hay 
intereses en disputa. 

• Criminalización de las mujeres y de las 
personas LGTBI víctimas de las violen-
cias del crimen organizado y del Estado.

En los territorios militarizados aumen-
ta la violencia contra las mujeres y los 
asesinatos de hombres gais se dan en 
espacios privados (p. ej. en sus casas o 
en oficinas). Los asesinatos de mujeres 
trans y de lesbianas se dan más en la 
calle con arma de fuego. Estas últimas 
muertes se presentan criminalizando 
a las víctimas.  Asimismo, la militariza-
ción a la vez implica un control perma-
nente en las calles y en los territorios, lo 
cual tiene un impacto en el ejercicio de 
sus derechos.

Los altos niveles de pobreza y des-
igualdad limitan el disfrute básico 
de los DESCA. La discriminación que 
enfrentan las mujeres y las personas 
LGTBI está estrechamente vinculada 
con prejuicios sociales y culturales, y 
las expone a un proceso de exclusión. 
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En el contexto de movilidad humana, el 
imaginario sobre las mujeres migran-
tes, solicitantes de asilo y refugiadas 
en tránsito por México las ubica entre la 
negación y la invisibilidad de las expe-
riencias de violencia vivida y su victimi-
zación como sujetos sin agencia.  

Las conductas machistas del personal 
de las instituciones públicas y de las 
fuerzas de seguridad no solo culpabi-
lizan a las víctimas, sino que también 
generan violencia institucional por par-
te de policía, judicatura y ministerios 
públicos. Hay un profundo contexto 
de impunidad frente al machismo y la 
LGTBI-fobia, cruzada con otros ejes de 
opresión como el racismo y el clasismo, 
que aboca a que las mujeres y las perso-
nas LGTBI no tengan acceso a empleos 
dignos, lo que les expone a mayores si-
tuaciones de riesgo y a imposibilitar las 
garantías de no repetición. 

Entre las causas destacadas de esta 
impunidad, y que dan amparo al contex-
to de violencia generalizada se encuen-
tran: 

• La falta de efectividad de las leyes. Por 
ejemplo, algunas organizaciones deno-
minan al nuevo código penal de Hondu-
ras «código de la impunidad», ya que 
plantea graves retrocesos en materia 
de DD. HH.: elimina el agravante de cri-

men de odio y reduce sentencias en los 
delitos relacionados con corrupción.  

• La falta de voluntad política y el descono-
cimiento para implementar el marco nor-
mativo de los derechos de las mujeres y 
personas LGBTI. 

• La reducción  y rotación de personal en 
instancias de justicia y salud que dan aten-
ción directa a mujeres y niñas víctimas de 
violencia machista y personas LGBTI en 
busca de atención sanitaria.

• La denegación de los derechos sexuales 
y reproductivos. 

• La misoginia conlleva permisividad so-
cial frente a las violencias contra las mu-
jeres y contra LGBTI, criminalizadas por 
la sociedad y el Estado. 

La violencia simbólica establece las nor-
mas de quién manda y quién obedece, de 
ahí que las creencias heteronormativas 
funcionen como marco de control: las 
personas que se salen de este marco de-
ben y pueden sufrir violencia. La actividad 
del crimen organizado, en connivencia 
con los sectores fundamentalistas de las 
iglesias, «reproducen constantemente el 
mandato de la masculinidad hegemónica 
con su pedagogía de la crueldad»[104]. 
Los fundamentalismos religiosos defien-
den y promueven una sociedad basada en 
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valores heteropatriarcales e imponen los 
valores religiosos al Estado, erosionando 
gravemente la laicidad y los derechos de 
las mujeres y personas LGBTI. 

En toda la región latinoamericana se ob-
serva un aumento en los mecanismos 
de articulación de grupos religiosos ul-
traconservadores con actores sociales 
y políticos, y del crimen organizado. En 
el Salvador y Honduras, determinadas 
iglesias evangélicas fundamentalistas 
promueven discursos de odio y son un so-
porte moral de permisividad social para 
los Estados autoritarios y totalitarios. De 
esta forma, se utilizan como medios para 
inhibir la protesta social y las críticas al 
Estado, es decir, se ejerce un control de la 
población a través de determinadas igle-
sias evangélicas, en connivencia con el 
crimen organizado. A su vez, sirven como 
lugares de lavado de activos del crimen 
organizado. Además, hay una cobertura 
de estas iglesias evangélicas al otorgar-
les poder en la toma de decisiones de 
trascendencia estatal.  

Frente a la falta de reconocimiento de 
mujeres y personas LGTBI como sujetos 
políticos activos, se demanda que: 

LOS ESTADOS

• Dado que los derechos de las mujeres 
y de las personas LGBTI son DD. HH., los 



Estados deben tomar todas las medidas 
para respetar y garantizar el derecho a 
la igualdad y no discriminación en todos 
los ámbitos. 

• Creen mecanismos para reconocer 
los derechos de las mujeres y perso-
nas LGBTI que huyen por la violencia 
del crimen organizado. Las mujeres y a 
las personas LGTBI son sujetos de ple-
no derecho y con agencia propia, tanto 
personal como colectiva. 

El Salvador y Honduras: 

• Adopten medidas de prevención, in-
vestigación, sanción y reparación con 
enfoque de género y de diversidad 
sexual ante las vulneraciones de los 
DD. HH. La atención tiene que ser dife-
renciada de acuerdo a sus propias ne-
cesidades.

• Diseñen e implementen políticas pú-
blicas encaminadas a combatir la LGB-
TI-fobia y la violencia machista. 

• Garanticen el principio de laicidad en 
las instituciones públicas. 

• Creen programas de sensibilización y 
educación sobre igualdad de género y 
diversidades sexuales. 

El Estado de México:

• Impulse campañas de sensibilización en 
las comunidades ubicadas en el tránsito 
frente a las violencias machistas sobre la 
población de las localidades en el tránsito y 
la criminalización de las mujeres migrantes.

 LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN

• Establezcan mecanismos que eviten la 
reproducción de estereotipos y la LGB-
TI-fobia en la producción audiovisual. 

LAS ORGANIZACIONES Y LOS COLECTI-
VOS SOCIALES

• Visibilicen tanto la situación como el rol 
diferencial que viven y ejercen las muje-
res y personas LGTBI que están partici-
pando en los tránsitos grupales (carava-
nas) hacia EE. UU.  

• Visibilicen la realidad de discriminación 
y violencia que enfrentan las personas del 
colectivo LGBTI en el contexto del des-
plazamiento forzado.

4.2 // DEMANDAS RELATIVAS  
A LA PROTECCIÓN

A nivel regional e internacional, aunque 
la persecución originada por el crimen 
organizado ha estado presente —desde 
hace al menos dos décadas— en la vida 
cotidiana de las mujeres y personas LGB-
TI en Honduras y El Salvador, los estados 

no han brindado una respuesta homo-
génea ante esta realidad: sus órganos 
administrativos y jurisdiccionales no han 
desarrollado criterios consistentes, y 
tampoco existe un consenso internacio-
nal o regional sobre el contenido y alcan-
ce del derecho de asilo ante las vulnera-
ciones de DD. HH. generadas en el marco 
de la violencia del crimen organizado. 

4.2.1. PROTECCIÓN NACIONAL  
FRENTE AL CRIMEN ORGANIZADO

La protección a las víctimas del crimen 
organizado en Honduras y El Salvador, 
y el acceso a recursos que faciliten la 
subsistencia, generalmente se con-
diciona a la interposición de una de-
nuncia. Este enfoque centrado en la 
persecución del delito, y no en la pro-
tección, elude y no da respuesta a las 
necesidades reales de las víctimas. 
Este condicionante supone un obstácu-
lo insalvable para quienes tienen graves 
dificultades de interponer una denuncia 
ante la policía y genera desconfianza en 
los mecanismos formales de acceso 
a la justicia. Debido a la permeabilidad 
del crimen organizado en las ramas del 
Estado, la interposición de una denun-
cia se puede convertir en un factor que 
aumenta el riesgo de la persona denun-
ciante y el de sus familiares y entornos. 
A esto se suma la persistencia de los 
estereotipos de género en las investi-
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gaciones de los casos y la criminalización 
de las defensoras. 

De acuerdo al análisis detallado en el apar-
tado 3 de este informe, es evidente la am-
plia desprotección de la población de Hon-
duras y El Salvador que huye del crimen 
organizado, y los riesgos específicos de 
personas defensoras de DD. HH., mujeres 
y personas LGTBI. Es por ello que se exige 
que: 

LOS ESTADOS

• Fortalezcan los instrumentos y meca-
nismos regionales de cooperación para 
afrontar la crisis de desplazamientos for-
zados por crimen organizado en El Salva-
dor y Honduras.

• Establezcan medidas para garantizar el 
reasentamiento en terceros países aten-
diendo a las características y necesidades 
de las personas y sus unidades familiares. 

• Creen mecanismos adaptados a la pro-
tección de mujeres y personas LGBTI en 
el contexto de los desplazamientos forza-
dos.

• Denuncien el hostigamiento y la crimina-
lización que enfrentan las personas de-
fensoras y organizaciones de defensa de 
DD. HH. por parte de estructuras estatales 
y el crimen organizado. 

• Los Estados de El Salvador y Honduras:

• Adopten las medidas necesarias para 
asistir de forma integral y de calidad a las 
mujeres y personas LGBTI desplazadas 
por la violencia del crimen organizado.

• Establezcan mecanismos de acceso a 
la justicia y medidas de reparación, des-
de un enfoque de género y diversidades 
sexuales.

• reen y adopten mecanismos que forta-
lezcan la independencia e imparcialidad 
de las instituciones del Estado, en con-
creto, que permitan la actuación de mi-
siones especiales de DD. HH.

LAS INSTITUCIONES DE COOPERACIÓN 
PARA EL DESARROLLO EN EL ESTADO 
ESPAÑOL Y EN LA CAV:

• Apoyen las iniciativas de protección 
integral y feminista, como por ejemplo 
aquellas dirigidas a: i) romper el aisla-
miento, fortalecer el tejido social de 
protección; ii) realizar análisis de riesgo 
y planes de protección integral con pers-
pectiva de género feminista; iii) fortale-
cer las herramientas de autoprotección 
y protección colectiva; iv) reconocer el 
cuidado como herramienta de protec-
ción; v) sistematizar, analizar y denun-
ciar las agresiones, y vi) establecer 
espacios de acompañamiento integral.

• Apoyen y fortalezcan los mecanismos 
de atención a víctimas de desplaza-
miento forzado por crimen organizado. 

4.2.2. PROTECCIÓN FRENTE  
AL CRIMEN ORGANIZADO  
EN EL TRÁNSITO POR MÉXICO

La forma de actuar del crimen orga-
nizado en México como territorio de 
tránsito tiene especificidades. Los 
cárteles controlan la ruta migratoria y 
las redes de tráfico y de trata de per-
sonas. Cuenta incluso con el control 
total de determinados territorios, es-
pecialmente en las zonas fronterizas. 
Integrantes de los grupos criminales 
procedentes de Honduras y El Salvador 
tienen presencia también en estas zo-
nas fronterizas. Las personas migran-
tes, solicitantes de asilo y refugiadas 
son utilizadas por el crimen organizado 
como «mercancía» a través de quienes 
adquieren importantes ingresos eco-
nómicos mediante, entre otras activi-
dades, el cobro de altas sumas para el 
tráfico de personas y la extorsión. Son 
también captadas por el crimen orga-
nizado para su trata con fines de explo-
tación sexual y de explotación laboral, 
así como para el cumplimiento forzado 
de las tareas vinculadas al crimen or-
ganizado[35].

La política migratoria mexicana y el ac-
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tuar de gran parte de las autoridades, 
se desarrolla desde un enfoque crimi-
nalizador de las personas migrantes, 
solicitantes de asilo y refugiadas. Se 
las persigue y priva de libertad bajo 
condiciones de maltrato y trato degra-
dante.  Desde hace más de una década 
México ha reforzado su rol de gendarme 
fronterizo de Estados Unidos, velando 
por la militarización y la externalización 
en México de la frontera estadouniden-
se, bajo amenazas por parte de EE. UU. 
de un aumento de las tasas arancela-
rias a los productos mexicanos.  A esto 
se añade la enorme tasa de impunidad 
de las vulneraciones a los DD. HH. La 
impunidad se agrava por el hecho de 
que, en muchas ocasiones, son los pro-
pios servidores públicos quienes están 
vinculados con delitos de extorsión, de-
tenciones arbitrarias y abuso de autori-
dad; o bien, se encuentran vinculados 
al crimen organizado que domina en la 
región, en especial agentes del Insti-
tuto Nacional de Migración (INM) o de la 
Guardia Nacional. 

México se ha convertido en los últimos 
años en la frontera vertical de EE. UU. 
y así, en destino forzado de quienes, 
huyendo del crimen organizado, se ven 
obligadas a permanecer en un contex-
to donde son víctimas de asesinatos, 
desapariciones, secuestros, tortura, 
amenazas y hostigamientos. En 2019, 

fue promulgado el Protocolo de Pro-
tección de los Migrantes (MPP, por sus 
siglas en inglés) por el Departamento 
de Seguridad Nacional de los Estados 
Unidos, el cual amenaza las garantías 
básicas, como el derecho a asesoría 
legal, representación y transparencia 
en los procedimientos de inmigración y 
asilo. Un año después de la implemen-
tación del MPP, se hace evidente el de-
sastre humanitario que ha generado en 
territorio mexicano y el peligro que su-
pone para quienes ejercen su derecho 
a buscar protección[117]. Atendiendo 
a la grave situación de violaciones de 
los DD. HH. que enfrentan las mujeres y 
personas LGBTI provenientes de Hon-
duras y El Salvador, en el marco de los 
procedimientos migratorias y de asilo, 
se demanda lo siguiente:

El Estado de México debe:

• Garantizar la protección internacio-
nal de las mujeres y personas LGBTI, 
incluso cuando se llevan a cabo fun-
ciones de control de entrada y tránsito.

• Reconocer el impacto de la política 
migratoria de EE. UU.

• Establecer medidas para abordar las 
nuevas realidades de movilidad huma-
na vinculadas a la caravana de perso-
nas migrantes.

• Prevenir las detenciones y las devolu-
ciones de personas que necesitan pro-
tección internacional.

• Establecer mecanismos idóneos para la 
protección de mujeres y personas LGBTI 
defensoras de DD. HH. que huyen del cri-
men organizado, como por ejemplo:

• Regularizar a las personas defensoras 
que ya se encuentran en el país.

• Abrir canales para facilitar la regulariza-
ción de las defensoras y de sus familias 
que lleguen a territorio mexicano huyendo 
de sus países de origen.

• Facilitar el otorgamiento de visas a de-
fensoras que requieren salir de sus países 
de origen por situaciones de riesgo o para 
tener acceso a espacios de formación, 
descanso y/o sanación.

• Establecer medidas para proteger a las 
personas de los abusos ejercidos por las 
autoridades en México:

• Fortalecer los sistemas de prevención, 
investigación, sanción y reparación de es-
tas violaciones de los derechos humanos 
cometidas por agentes del Estado mexi-
cano.

• Garantizar el acceso a la justicia en con-
diciones de igualdad y sin discriminación. 
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• Erradicar la práctica generalizada de la 
detención de las personas migrantes y su-
jetas de protección internacional, en par-
ticular, tomar las medidas idóneas para 
proteger el interés superior de la niñez.

• Investigar, sancionar y reparar los casos 
de torturas, tratos crueles, inhumanos y 
degradantes ocurridos en las estaciones 
migratorias.

• Garantizar el acceso a las personas de-
fensoras de derechos humanos a las esta-
ciones migratorias de cara a la protección 
y acompañamiento de las personas dete-
nidas.

• Terminar con el internamiento de meno-
res. 

• Garantizar la integridad personal y la se-
guridad de las personas que defienden a 
las personas migrantes, solicitantes de 
asilo y refugiadas.

• Incorporar la perspectiva de género y de 
diversidades en las políticas migratorias 
mexicanas.

4.2.3. PROTECCIÓN FRENTE  
AL CRIMEN ORGANIZADO EN EL ESTADO 
ESPAÑOL Y EN LA CAV

Frente al aumento de las solicitudes de 
asilo en el Estado español de personas 

procedentes de Honduras y de El Salvador, 
los índices de reconocimiento de protec-
ción continúan siendo muy bajos. Se trata 
de una política general que ha implicado 
que el 88,5 % de las personas salvadoreñas 
y el 79,5 % de las hondureñas, cuyo expe-
diente fue resuelto en 2019, no recibieran 
ningún tipo de protección. Se resolvieron 
1169 solicitudes de personas procedentes 
de Honduras, de las cuales 930 recibieron 
una respuesta negativa, a 226 se les reco-
noció el Estatuto de persona refugiada y a 
13 la residencia por razones humanitarias. 
En el caso de El Salvador, se resolvieron 
2325 solicitudes: 2058 quedaron sin pro-
tección, 224 fueron reconocidas como 
refugiadas y a 22 se les otorgó residencia 
por razones humanitarias. A diciembre de 
2019, 9085 personas de Honduras y 6095 
de El Salvador estaban a la espera de la 
resolución de su solicitud. 

Uno de los principales argumentos para la 
denegación de las solicitudes de protec-
ción es que tenía que haberse demostrado 
que las autoridades estatales no podían o 
no querían proporcionar protección efec-
tiva contra la persecución. Además, otro 
de los obstáculos encontrados es la inter-
pretación de esta forma de persecución 
como delincuencia común. La insuficien-
cia probatoria y la alternativa de la huida 
interna son los otros argumentos que se 
utilizan repetidamente en las desestima-
ciones. 
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A la luz de los datos de las resoluciones 
de 2019 y de la postura de la Audiencia 
Nacional, recogida en diversas senten-
cias, cabe esperar un cambio de criterio 
por parte del Ministerio del Interior40. 

Su postura ha sido hasta el momento la 
denegación sistemática de las solicitu-
des de protección de quienes huyen del 
crimen organizado, en concreto, de las 
maras y pandillas. 

Existe además en el Estado español y en 
la CAV un desconocimiento generalizado 
sobre las causas que están obligando a 
las personas salvadoreñas y hondureñas 
a huir de sus países. Y, por parte de estas 
personas, acerca de su derecho a soli-
citar protección internacional, más en 
el caso de que el agente de persecución 
sea alguna expresión del crimen organi-
zado. En el imaginario continúa existien-
do una interpretación reducida sobre el 
concepto de «persona refugiada», iden-
tificándose casi exclusivamente con 
quienes huyen de conflictos armados 
abiertos o de persecuciones políticas. 

Esta interpretación, que dista mucho de 
los establecido en el marco normativo, 
genera que a nivel social e institucional 
se tienda a no reconocer como refugia-
das a quienes huyen de violencias acor-
des a la actual realidad de persecución en 
muchas partes del mundo, vinculadas a la 
expansión del sistema capitalista, el hete-



ropatriarcado y el crimen organizado. 
Por ello, se demanda que: 

EL ESTADO ESPAÑOL Y LOS RESPEC-
TIVOS GOBIERNOS AUTONÓMICOS

• Reconozcan la persecución por cri-
men organizado en Centroamérica 
como motivo de concesión de protec-
ción internacional, en línea con las sen-
tencias de la Audiencia Nacional y con 
las Directrices del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Refugia-
dos41. 

• Desarrollen los criterios mediante los 
cuales analizan las solicitudes y dictan 
las resoluciones de concesión o dene-
gación de la protección internacional 
(transparencia y aplicación de enfoque 
diferencial). 

• Garanticen el acceso al procedimiento 
de protección internacional con todas 
las garantías. El principio de no devolu-
ción ha de aplicarse en todos los casos.

• Pongan en marcha vías legales y se-
guras de acceso al procedimiento de 
protección internacional: 

• Habilitación de la posibilidad de soli-
citar asilo en embajadas y consulados 
españoles y facilitación de la emisión 
de visados humanitarios.

• Facilitación de la información y el ac-
ceso en todas sus fronteras. 

• Fin a la externalización de fronteras y a 
la firma de acuerdos con terceros países 
que no respetan los DD. HH., así como a la 
condicionalidad de la ayuda al desarrollo 
al control de fronteras, de modo que se 
garantice el acceso a una adecuada pro-
tección a las personas migrantes y refu-
giadas.

• Cumplimiento de los compromisos ad-
quiridos en materia de reasentamiento y 
aprobación de un programa ambicioso y 
permanente de reasentamiento y flexibi-
lización de los requisitos de reagrupación 
familiar. 

• Resuelvan las solicitudes de protección 
en el plazo legalmente establecido y con 
las debidas garantías. 

• Reconozcan la concurrencia de razo-
nes humanitarias y, en consecuencia, 
otorguen autorizaciones de residencia y 
trabajo a las personas cuyas solicitudes 
de protección internacional están siendo 
denegadas; y activen, en este contexto de 
pandemia, una regularización urgente ex-
traordinaria de las personas extranjeras 
que se encuentran en situación irregular. 

• Establezcan protocolos de actuación y 
coordinación interinstitucional a nivel local. 
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40  Oficina de Asilo y Refugio (órgano instructor 
de los procedimientos de reconocimiento de 
protección) y de la Comisión Interministerial 
de Asilo y Refugio (órgano colegiado con 
competencia para examinar y elevar propuestas 
de resolución de las solicitudes, y establecer y 
revisar los criterios generales para la admisión a 
trámite de las solicitudes). 

41  Es un tema que compete a lo estatal, pero, 
dentro de sus líneas de trabajo, las instituciones 
locales pueden presionar al Gobierno Central 
hacia un cambio de criterio y una mayor 
protección de estas personas, más allá de lo que 
ya pueden hacer en cuanto a servicios sociales y 
acceso a derechos a nivel local.



• Reclamen la aprobación de una ley in-
tegral de protección y asistencia a las 
personas víctimas de trata de seres hu-
manos que ofrezca un paraguas de pro-
tección a las personas en situación o en 
riesgo de trata.

• Continúen fortaleciendo y flexibili-
zando las herramientas de protección 
temporal para personas defensoras de 
derechos humanos en riesgo como es-
trategia para evitar el exilio: 

• Incorporación de la perspectiva femi-
nista dando así una mejor respuesta a las 
necesidades específicas de las mujeres 
defensoras en las reubicaciones.

• Ampliación del concepto de riesgo, in-
corporando elementos relacionados con 
la salud emocional y el bienestar de las 
personas defensoras y de sus colecti-
vos.

• Inclusión de las violencias específicas 
que sufren las mujeres defensoras y las 
personas LGTBI defensoras en las he-
rramientas metodológicas para la elabo-
ración de análisis de contexto, de riesgo 
y de protección.  

• Cumplan con sus obligaciones de aten-
ción y acogida, y que asuman sus com-
petencias y por tanto responsabilidades, 
a través de un nuevo modelo de acogida 

e incorporación social, garantista y aco-
gedor, que garantice el acceso:

• A los derechos, servicios y recursos pú-
blicos, con independencia del origen y la 
vía de entrada, atendiendo a las necesi-
dades específicas.

• A vivienda social, recursos y presta-
ciones sociales, educativas, sanitarias 
y culturales estableciendo criterios 
que contemplen las dificultades de las 
personas solicitantes, beneficiarias de 
protección internacional y apátridas, te-
niendo en cuenta el acceso de personas 
en especial situación de vulnerabilidad, 
como las mujeres que han sufrido per-
secución por motivos de género o están 
viviendo violencia machista.

• A la formación y búsqueda activa de 
empleo, a través de formación adecua-
da, pública y gratuita tanto para la adqui-
sición de los idiomas locales como para 
poder continuar con formaciones que 
mejoren sus posibilidades de acceso al 
empleo en el futuro.

• A la red de atención de salud mental o 
a dispositivos grupales de trabajo psico-
lógico que faciliten que las personas se 
recuperen de las situaciones traumáti-
cas vividas.

• Dispongan los recursos necesarios 
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para el desarrollo de la acogida y la in-
corporación social. 

• Formen y sensibilicen al personal 
técnico y político vinculado al proce-
dimiento de solicitud de protección 
internacional. 

• Aprueben una ley integral de igualdad 
de trato y no discriminación y refuer-
cen los servicios públicos de atención 
a víctimas de desigualdad de trato y 
discriminación. 

• Cierren los Centros de Internamien-
to de Extranjeros (CIE), único espacio 
donde se priva de libertad a las perso-
nas por haber cometido una infracción 
administrativa y aplicar las medidas 
alternativas contempladas en la Ley de 
Extranjería. 

• Se posicionen de manera firme con-
tra los discursos racistas y xenófobos, 
vigilando que los discursos políticos 
no instrumentalicen las migraciones 
ni fomenten la fractura social a través 
del odio.

LAS ENTIDADES SOCIALES  
Y COLECTIVOS VINCULADOS CON  
LA ATENCIÓN Y ACOGIDA

• Informen sobre los recursos de los 
que se disponen: apoyo psicológico, 



alojamiento, espacios de tiempo libre, 
grupos de referencia. 

• Fortalezcan los espacios de articula-
ción y trabajo en red entre mecanismos 
e iniciativas de protección temporal 
para personas defensoras de derechos 
humanos, identificando sus sinergias y 
dando valor a su complementariedad. 

• Acompañen a las mujeres y generen 
espacios colectivos de confianza, repa-
radores y que permitan abordar la expe-
riencia de violencia vivida. 

• Velen por una atención digna e incorpo-
ración social de las mujeres y personas 
LGBTI (vivienda, trabajo, medidas de 
conciliación).

• Creen redes y mecanismos de protec-
ción específicos (p. ej. albergues y cen-
tros de acogida específicos para perso-
nas LGBTI). 
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